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ORGANIZACiÓN DE L.OSESTADOS AMERICANOS
COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

ALEGATOS FINAL.ES

CASO 11.084
ACEVEDO JARAMILLO y OTAOS (SITRAMÚN)

PERÚ

1. INTRODUCCiÓN

1, A par-tir de enero de 1996, la Municipalidad Metropolitana de Lima y sus
trabajadores se vieron envueltos en un oonflicto de índole laboral oon importantísimas
implloaoiones para el orden sooial peruano, y efeotos sustanoiales en los intereses
económicos y labt)rales de ambas partes. El oonflicto tuvo origen en aooiones de cese
de cientos de tral)ajadores o en reolamos efectuados por el incumplimiento de
obligaoiones derivadas de convenios colectivos.

2. Los :a"gravios expresados por los trabajadores se tradujeron en una serie
de acciones judlclalel), y algunos de estos procesos oulminaron en sentenola firme que
recoge las pretensíones de los trabajadores (en algunos oasos, tras involucrar instanoia
y revisión constltuolonal). Lo dispuesto en dichas sentencias abarca un espectro de
reparaciones que ínoluye -y, en muchos casos, combina- medidas de reparación
como la obligación de reinoorporar a labores y el pago de haberes.

3. Estoe::procesos que oulmlnaron en sentencia firme tienen en común que
ha transcurrido un promedio ilustrativo de 6 años desde que se estableció judicialmente
el derecho conculcado sin que las sentencias hayan sido eJeoutadas rntegramente.

4. Verlfioado el incumplimiento de las resoluciones, las víctimas a través de
sus representantes' sometieron a consideración de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos '{en adelante 'la Comisión' o 'la CIDH") su petiolón al respecto. En
el proceso ante la Comisión se recibió gran cantidad de prueba documental y varios
reconocimientos estatales de responsabilidad. Sobre la base de la primera, y tenidos
en cuenta los seguntlos, la Comisión concluyó que exlstía responsabilidad estatal en el
incumplimiento de 2:4 de estas sentencias, en razón del compromiso del Ilustre Estado
peruano respecto de la protección judicial oonsagrada en el artículo 25 de la
Convenoión Amer-ic'ema sobre Dereohos Humanos (en lo sucesivo "la Convención
Americana" o "la Convención").

5. El 25 de junio de 2003, la Comisión presentó ante la Corte
Interamerioana de Derechos Humanos (en adelante "la Corte Interamericana" o "la
Corte') la demanda en el caso 11.084, Aoevedo Jaramillo ,Julio y otros (en adelante "las
víctimas"), ex trabajadores de la Municipalidad Metropolitana de Lima y de la Empresa
de Servioios Munioipales de Limpieza de Lima (en adelante ESMLL), en contra de la
Repúblioa del Perú (en adelante "el Estado peruano" o "el Estado"), conforme a lo
dispuesto en el artloulo 51 de la Convenolón Americana por el Inoumplimiento de las
sentencias judiciále$ .ernifldas por tribunales naoionales El su favor.
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6. La Comisión señaló que el objeto de la demanda interpuesta en el
presente caso es que la Corte Interamericana concluya y declare que el Estado peruano
es responsable de la violación del dereoho a la protección judicial contemplado en el
artfculo 25 (2) (e) de la Convención Americana, en relación con el artículo 1 (1) del
mismo tratado en perjuicio de Acevedo Jaramlllo Julio y otros por incumplir las
sentencias dictadas por los tribunales peruanos, que ordenaron a la Municipalidad
Metropolitana de Lima restablecerlos en sus derechos1.

7. En consecuencia, la Comisión solioitó a la Corte que ordene al Estado
peruano garantizar·a las vfctlmas el gooe de sus derechos conculcados mediante el
cumplimiento de lás sentencias dictadas por los tribunales peruanos respectivos. La
Comisión solicitó asimismo que la Corte ordene al Estado peruano la adopción de
reparaciones pecanlarlas y no pecuniarias, asf como las costas y gastos ocasionados a
nivel nacional e internaclonal2 ,

8. El arg~mento y convicción de la Oomlslón tienen su punto de partida en
la Independencia déPPoder Judicial, su facultad de que sus sentencias sean ejecutadas,
y la contribuoión es-encial que esta funoión brinda a la gobemabilidad democrática.
Reside también en la convicción de que el Poder Judicial peruano ha emitido criterio a
favor del grupo de trabaladoree señalados en el presente caso, y que esta tutela debe
ser respetada.

9. El 13:oe octubre de 2003, ante la falta de acuerdo sobre la deslgnaoión
de un intervlnlente común según lo exige el artíoulo 23 del Reglamento de la Corte, el
Tribunal designó a los señores Ana María Zegarra Laos, Manuel Antonio Condori
Araujo, Wilfredo Castillo Sabalaga, Guillermo Nicolás Castro Barlena y Celestina
Mercedes Arquino Laurenclo como interviniente común en el presente caso. Dichas
personas designa'r~n como su asesor legal al doctor Javier Mujlca Petlt de la
organización CEDAL, quien posteriormente fuera reemplazado por el doctor Francisoo
Ercilio Moura de la misma institución (en adelante "el interviniente común" o "los
representantes").

10. En sú escrito de solioitudes, argumentos y pruebas de 15 de enero de
2004, el intervlnlerif~ común alegó, al igual que la Comisión Interamericana, que el
Estado violó el artfculo 25 (2) (e) de la Convenoión Amerioana, en conexión con el
articulo 1.1 de la misma. Agregó que dicho artículo se violó "en conexión con lo
dispuesto en el artfdalo 8,,3 (Garantías Judiciales) de dicho tratado. Asimismo, agregó
que el Estado violó el artfculo 25 (1) de la Convención, en conexlón oon el artículo 1 (1)
de la misma, debido a que "incumplió su deber de suministrar a los Señores Julio
Acevedo Jaramillo y otros, miembros del Sindicato de Trabajadores Municipales de
Lima, un recurso judicial efeotivo que los amparara frente al Inoumplimiento de las

1 Demanda de la ComIsIón Interamericano. de Derechos Humanos ente la Corte tnteramerlcana de
Derechos Humanos contra el Estado del Parú en el Caso 12.086, Acevedo Jaramlllo Julio y otros, [en
adelante "demanda" o "demanda de la CIDH1, pérr. 5.

2 Demanda, párr. 6.

3 "Escdto de solicitudes. argumentos y pruebas de los representantes de las vrclimas y sus
familiares ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos". 22 de enero de 2004, [en adelante 'escrito
de eollcitudes, argumentos y pruebas"], párr, 7 a), pág. 3.
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sentencias proferidas en su favor"", asl como que violó el artículo 26 (Desarrollo
Progresivo de los I}erechos Económicos, Sociales y Culturales) de la Convención, en
conexión con el artículo 1.1 de la misma, "en perjuicio de los Señores Julio Acevedo
Jaramillo y otros, miembros del Sindicato de Trabajadores Municipales da Lima, por
Implementar, de hecho, medidas restrictlvas para degradar el disfrute de los derechos
adquiridos por estos al Trabajo en Condiciones Dignas y una Remuneración Justa, asf
como a la Segur.ldad Social, y realizar acciones que les impidieran disfrutar de los
mísrnoe'".

11. El 2€l de marzo de 2004 el Estado remitió a la Corte su escrito de
interposioión de exo-epoiones preliminares, contestación de la demanda y observaciones
al escrito de soliditiddes, argumentos y pruebas del intervlnlente común, que fuera
recibido en la Comisión el 8 de abril da 2005. El Estado interpuso las siguientes
excepciones prelimin~res: 1) "falta de agotamiento de la vía previa, respecto del
extremo de la aooién referido al caso de la Empresa de Servicios Municipales de
Limpieza de Lima -ESMLL"6; y 2) "falta de legitimidad para obrar de los quejoaos'".
Asimismo, el Estado contestó la demanda oponiéndose al cumplimiento de las
sentencias en cuestión, sin cuestionar su firmeza o el heoho de que estén Incumplidas,
sino por el contrarie señalando claramente que lo están porque "el Estado peruano no
reconoce validez jurídica a resoluciones judiciales nacidas del contubernio y la
oorrupclén'".

12, La COmisión y el intervlnlente común remitieron sus observaciones
escritas a las excepolonss preliminares interpuestas por el Estado peruano el 4 y 24 de
mayo de 2004, respectivamente, solicitando a la Corte que las desechara por
extemporáneas e infundadas.

13. El 1 6eagosto de 2005, el Presidente de la Corte emitió una resoluoión
madiante la oual convoco a audlenola pública y requirió la presentación de la prueba
ofrecida mediante aftidávit y para ser rendida en audlenoiapública. La prueba solicitada
fue remitida el rs de agosto de 2005. La Comisión remitió el informe pericial esorito del
doctor Samuel Abad Yupanqui el 10 de septiembre de 2005, dado que éste no pudo
comparecer a la audlenolapública a la que habla sido convocado.

14, El 2Q.Y 21 de septiembre de 2005 se celebró en la sede de la Corte la
audiencia püblloa en al presente caso. Se recibieron los testimonios ofrecidos por los
intervinientes comunes y el Estado, y las partes formularon los alegatos orales
respectivos. En el oureo de dicha audiencia, el Estado peruano reconoció su
responsabilidad por él incumplimiento de las sentencias judiciales emitidas a favor de
los ex trabajadores de ESMILL comprendidos en la presente demanda.

4 Escrilo de sollélludes. argumsntos y pruebas, párr, 7 b), pág. 3.

5 Escrilo de sonéitildes, argumentos y pruebes, párr. 7 e), pág. 4.

o Contestación del Estado peruano a la demanda presentada por la Oornleíón Intsramerlcana de
Derechos Humanos ante la Honorable Corte en el caso 12.084, [en adelante "Contestación de la
demanda'J, pág. 46.

7 ccntestaclcn de la demanda, pág. 48.

oContestaci6n de la demanda, pág. 16.

3

HORA DE RECEPCIóN OCI 24 ¡0:46PM



10/25/2005 00:48 DAS-ICHR

2024583992'

002668

I!!J 005/037

15. Dentro del plazo establecido, la Comisión presenta sus alegatos finalas
escritos y da respuesta a las aclaraciones solicitadas por la Corte mediante
comunicación de 14"cle octubre de 2005.

11. REC'dNOCIMIENTO PARCIAL os RESPONSABILIDAD DEI. ESTADO
PERUANO

16. Durante el trámite del caso ante la CIDH, el Estado peruano reconoció
expresamente en dos oportunidades su responsabilidad internacional por la violación
del artioulo 25 (2) (c)de la Convención Americana,

17. En ei~cto, mediante nota recibida el 22 de julio de 2002 en la Secretaria
de la Comisión, e~Estado peruano remitió el informe No. 54-2002lJUS/CNDH·SE de
fecha 19 de julio de 2002, en el que aceptó su responsabilidad internacional por la
violación de los derechos de los señores Acevedo Jaramillo Julio y otros;

2.7.- El EstadO peruano ratifica al reconoclmlento tácito da rasponsabilidad
ínternaclonar manlñeeto en al Comunicado de Prensa Conjunto del 22 de febrero
de 2001, asomiendo su responsabilidad Internacional por la transgresión de los
derechos humanos de los trabajadores del SITRAMUN, previstos en los articulas
25(2)(c) de la" Convención Americanasobre Derechos Humanos".

18. Poste'rlormente, dentro del término concedido para informar sobre el
cumplimiento de la 'recomendación formulada por la Comisión en el informe adoptado
de conformidad con el articulo 50 de la Convención Americana número 66/02, el Estado
peruano, mediantenéta de 20 de diciembre de 2002, señalé que;

El Estado peruano ratifica lo manifestado en el Comunicado de Prensa Conjunto
del 22 de feb(~ro de 2001, asumiendo su responsabilidad Internacional por la
trasgresión de' los derechos humanos de los trabajadores del SITRAMUN,
previstos an los artículos 25(2)(0) de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, lo cual se puso de manifiesto en el informe No 54·2002-JUS/CNDH·
SE de fecha 1'9 de julio de 200210•

19. Sin embargo, ante la falta de cumplimiento con las recomendaciones de
la Comisión, ésta d~cldió remitir el caso a la Corte.

20. La Céimisión deliberada y consistentemente acoge con beneplácito actos
de reconocimiento estatal de responsabilidad. Lo hace porque sabe que desplegarán
un efecto en el proceso, cimentado sólidamente en el principio de estoppet, pero
también -y fundamerntalmente--porque conllevan el potencial de pronta reparación para
la parte lesionada. Desafortunadamente, no fue este el caso; aún después de dos

9 Anexo 3 de le demanda. Nola de 19 dejulio de 2002 de la Misión Permanente del Pen] ante la
OEA. recibida el 22 deluliode 2002, en la cual se remite el Informe No. 54·2002-JUSICNDH-SE de 19 de
julio de2002.

re Anexo 4 de la demanda. Nota de 20 de diciembre de 2002 de la MisiÓn Permanente del Perú
ante la OEA. recibida el 't7deenero de2003, enla oual se remite ellnfurmeNo. 101-2oo2.JUS/CNDH'SE
de 20 de diciembre de 2002. En abril de 2003 se instaló una Comisión de Trabajo destinada a encontrar
unasolución al caso, páTtáto 24 de lademanda. Veáse también atfldávit deMarcela Arriola Espino, pág. 1 Y
sigulenles. donde se dátÍlllan las Resoluciones Ministeriales y Supremas publicadas en el Diario Oflclal,
mediante lascuales s'6'ir!stalÓ dicha Comisión en elaño 2003.
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,

prórrogas solicitadas por el Estado para dar cumplimiento a las recomendaciones de la
Comisión, ésta constató que no hablan sido cumplidas.

21. El reConocimiento estatal se ha producido de nuevo ante la Corte,
cuando el Estado establece en su escrito de contestación de la demanda que "[h]a
habido, sin duda, a lo largo de la década pasada y en el caso concreto de la
Municipalidad de Lima algunos casos en que los derechos de determinadas personas
no han sido plenam'ente respetados y que, por ende, ameritan una reparación?" . Es
decir, el Estado reconoce haber incumplido resoluciones que señalaban derechos
violados, aunque p'resenta una defensa que gravita en torno a lo que, en su opinión, es
una justificación para Incumplirlas en ciertos casos concretos.

22. Además, el Estado señaló en dicho escrito que reconocía su
responsabilidad respecto de 55 ex trabajadores que Comisiones ad hao creadas por la
Ley No. 27487 declararon con derecho a compensaoton", Durante la audiencia pública,
el Estado manifestÓ que "en el caso de ESMLL reconoce que ese ha sido un
procedimiento regular aún cuando el resultado le es adverso", por lo que "reconoce su
vaiidez"'3. Dado que la Corte ha solicitado al Estado mayor información sobre este
punto, la ComIsión formulará sus observaciones al respecto en el momento oportuno.
Sin perjuicio de lo, anterior, como detallará infra, la Comisi6n considera que dloho
reconocimiento constituye un desistimiento tácito a la segunda excepción preliminar.

23. La Comisión considera que la reíractacíén producida ante la Corte del
reconocimiento ant!!is formulado ante la CIDH, y su posterior reformulación pero de
modo extremadameiite limitado son Indebidas e inadmisibles.

24. En su contestación, el Estado ha argumentado ante la Corte que su
reoonooimiento anterda Comisión no fue hecho "respecto de todas las personas ni en
todos los casos corrterridos en la demanda"".

25. Respecto de este último argumento, la Comisión considera que no es de
recibo, y solicita atáCorte que asr lo declare, por ser esta una materia de fundamental
importancia no sólo para este caso, sino también para la operación del Sistema
Interamericano de protección de los Derechos Humanos.

26. Ene~cto, la Comisión estima que en atención a la institución del
estoppel, el reconocimiento realizado por el Estado peruano ante la Comisión debe ser
entendido y desplegar efectos en la forma en que fue realizado, y que no son admisibles
subsiguientes limitaCiones o restrlcoiones sobre el mismo. Como está constatado a
través de la docUmentación presentada por la Comisión, el Estado reconoció
responsabilidad ante;;este órgano en los términos siguientes:

--_._-----
11Contestación de le demenda, pág 19.

12 Contestación 'da la demanda, pág. 76 Ysiguientes

13 Grabación dB'-:la audlenclepública, track 03. minuio 43.43 y siguientes(respuesta a pregunta de
Juez adhoc).Vásae asimismooficio de la SecretarIa dele CorteCDH·12.084/269 de 14 de octubrede 2005.
pág. 3.

\4 Contestación. p.. 55
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Ratifioa el recónócírniento táoito de responsabilidad internacional manifieSlO en
el comunicado de prensa conjunto del 22 de febrero de 2001. asumiendo su
responsabllldád Internacional por la trasgresión de los derechos humanos de los
trabajadores. del SITRAMUN, previstos en los artículos 25(2)(c) de la
ConvenciónAi:í'lericana sobre Derechos Humanos15

27. La Comisión sostiene que dicho reconocimiento no puede ser
interpretado ni restringido a posterlorí por el Estado, y que nada en su formulación
permite Interpretar que existía restricciones sobre las víctimas a que refería, o los
hechos sobre íos cuales versaba. En términos jurídicos, el reconocimiento de
responsabilidad coñstltuye una confesión sobre la totalidad de los hechos y una
aceptación de las ccnseouenclas de derecho que la Comisión ha formulado sobre éstos.

28. La Comisión estima, por este motivo, que es inadmisible desde todo
punto de vista que el Estado pretenda en esta ocasión dar a dicho acto un contenido
distinto. '

111. EX'éEPC10NES PRELIMINARES

29. Como. fuera señelado supra, el Estado peruano Interpuso dos
excepciones preliminares: una primera excepción "de falta de agotamiento de la vía
previa"16 y una segt:!h'da excepción "de falta de legitimidad para obrar de los quejosos.,,17

30. En ambos casos, la excepción planteada es Improoedente por la obvia
aplicación del principio del estoppet, con vista al reconocimIento de responsabllídad
estatal formulado por el Estado en diversas oportunidades ante la Comisión
Interamerlcana, supra. No podría ser más clara, al respecto, la jurisprudencia constante
de la Corte y su lengpaJe sobre esta cuestión en el caso Mayagna Awas Tíngnt~e,

31. Adicionalmente, la materia objeto de las excepciones interpuestas ya fue
analizada y desestimada por la Comisión Interamericana en su informe número 85101'9.
Dicha decisión de adrnlslbílldad fue adoptada en estricto respeto del contradictorio, por
lo que en ausencia evidente de indefensión alguna, no existe razón para que la Corte
reabra las consldsraclones sobre admisibilidad, de modo que serfa pertinente tener esa
fase del proceso po'r.'preclulda. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión se referirá a las
excepciones interpü'éstas para demostrar que son improcedentes e infundadas y deben
ser desestimadas.

15 Anexo 3. Nota de19deJulio de2002 delaMisión Permanente del Perú ante laOEA, recibida el
22dejuliode 2002, enla'cual seremite el Informe No, 54·2002.JLJSICNDH·SE de 19dejulio de2002.

15 ContestaciólT de la demanda, págs. 46·47,

17 Contestación dela demanda, págs. 48-53.

tu Corle I.O.H., Caso de la ComunIdad Mayagna (Sumo) AW8S Tlngnl. Excepciones Preliminares.
Senlencla de 1 defellriir,o de 2000, Serie C N. 66, párr, 57. Véase también Ca90 del Cal8cazo, donde 51
bien los argumentos contradictorios del Estado se referfan al fondo del asunto, la Corle aplicÓ también el
principio del estoppel. Corle I.DH, Caso del Caf1lcszo. Reparaciones (an. 63.1 Convención Americana
sobre Derechos Humanos). Sentencia de29deagosto de2002. Señe C No.. 95. párrs. 52-E3.

1. Anexo 2 dEl' la demanda de la CIDH, Informe deadmisibilidad de la Comisión lnteramertcana de
Derechos Humanos N"86101 , Caso 12.0B4, TrabBJadoreB dela MunicipalidBd MBtropolltanB deLImay da la
Empresa de Servicios MunIcIpales de Lime, Perú. adoptado ellO de octubre de2001 [en adelente 'lníorme
deadmlelbllldadj, párr, 13,
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A. Prlm:era excepción preliminar: "falta de agotamiento de la vía
previa'"

32, En cuanto a la primera excepoión de "falta de agotamiento de la vía
previa, respecto del,:extremo de la acción referida al caso de la Empresa de Servioios
Municipales de Limpieza de Lima", la Comisión debe señalar que fue tanto con base en
el reconocimiento estatal, como en el análisis de las pruebas del proceso, y teniendo en
cuenta que la petición se rsísrla al Incumplimiento de sentencias Judiciales, que la
Comisión en su informe de admisibilidad consideró cumplido el requisito previsto en el
artículo 46 (1) (a) de la Convención20•

33. En efecto, todas las sentencias cuyo oumplimiento se solicita en esta
causa se encuentran firmes y tienen el carácter de cosa juzgada desde hace más de
seis años. sin perjuicio de que algunas de ellas todavía se encuentran en la etapa de
ejecución de sentsnola. En dicha fase se han emitido una serie de resoluoiones
[udíclales destinadas a dar cumplimiento a la sentencia y que han sido motivadas
justamente por la oposlolén de la Municipalidad a darles cumpümlento". En el caso
cuestionado de E8MlL, la sentencia definitiva fue emitida por el Tribunal Oonstituclonal
el 8 de Julio de 1996~ y desde entonces, tal como ha sido reoonocido por el Estado, se
enouentra incumplida.

34. Adicionalmente, el reconocimiento de responsabilidad formulado durante
la audiencia pública respecto de los ex trabajadores de ESMLL oonstituye un
desistimiento tácito 'de la excepción preliminar Interpuesta. En efecto, ante una de las
preguntas de uno de los jueces el Estado señaló que

reconoce [,...] en el caso de ESMLL, [.,,] que ese ha sido un procedimiento
regular, aún cuando el resultado le es adverso y aún cuando el Municipio
considera que el fallo es errado, pero reconoce su validez. [...) El MUnicipio de
Lima nunca h'a'lmpugnado la validez de esa resoluoión, a tal punto que está en
estos momentosen unaetapade ejeouoión23

•

35, Durante el curso de la audiencia el Estado reconoció que la sentenoia era
válida y que se encontraba incumplida, por lo que Implfcitamente desistió de la
excepción preliminar Interpuesta. En efecto, tal como ha señalado esta Corte

al haber efectuado un reconocimiento de responsabilidad [... ,.]. el Estado ha
aceptado írnpñcítamente la plena competencia de la Corte para conocer del
presente caso¡ 'por lo cual la [,..] excepcíon opuesta por el Estadoha perdido el
carácterde cúestién preliminar"'.

zo CIDH, Informada admisibilidad, plirr..19.

2' Véase deacrlpclón da las oposiciones de la Municipalidad y su rechazo por los tribunales de
ejecución respecto de los casos 1, 11. 16 Y20 en demanda, párrs. 34, 72, 92 Y105.

22 Véase el anexo 35 de la demanda donde consta la sentencia respectiva.

23 Grabaci6n de la audiencia pública, track 03, minuto 43..43 y siguientes (respuesta a pregunta de
juez ad hoc).

24 Cona LD.H., Caso "MaSBcr9 de Mapíripán- Va. Colombia. Excepciones preliminares y
reconocimiento de responsabilidad. Sentencia 7 de marzo 2005. Serie C No. 122, párr, 30,
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36. Por consiguiente, la primera excepción interpuesta debe ser
desestimada.

B. SegÜ'nda excepción prelimInar: "falta de legitimidad para obrar de
los queJosos"

37. La segunda exoepoión interpuesta por el Estado se refiere a la supuesta"
falta de legitimidad para obrar de los firmantes de la denuncia, quienes no son
trabajadores de la Municipalidad Metropolitana de Lima ni ejercen en la actualidad
representación algtmá del Sindicato de Trabajadores Munioipales de Lima (SITRAMUN-
LlMA)"2S. .

38. Como fuera señalado con anterioridad en el presente caso, el Estado
parece ouestlonar a través de esta excepción tanto la legitimidad de quienes
interpusieron la petición ante la CIDH para proceder de tal modo, oomo el loous stand!
que tendría una de' las personas jurídicas que interpuso la denunola ante la Comisi6n
alegando que dlchá.esoolaolón no constituiría el "verdadero SITRAMUN' de aouerdo a
la normativa interna"6.

39. Talcomo quedara oonsignado en el informe de admisibilidad W 85/01, el
13 de enero de 199B la Comisión Interamerlcana de Dereohos Humanos recibió una
petición del Slm.lloato de Trabajadores Municipales de LIma (SITRAMUN-lIMA), la
Federaoi6n de Trabajadoras Munlolpales del Perú (FETRAMUNP), y el Comité de
Despedidos de la Erripresa de Servioios Munlolpales de Limpieza de Lima (ESMLL)27.

40. La Cómisión Interamericana solícita a la Corte que rechace la exoepoión,
dado que las personas jurídicas que presentaron la pañolón ante la Comisión se
encontraban facult.a€las para ello por el artículo 44 de la Convención Americana, tal
como se consignara en el informe de admisibilidad respectiv029

•

41. En electo, el artículo antes menolonado señala que "[o]ualquier persona o
grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reoonoclda en uno o más
Estados miembros de"la Organizaoión, puede presentar a la Comisión peticiones que
contengan denuncias o quejas de violación da esta Convención por un Estado parte".

42. Como: ha señalado la Corte, la legitimidad para presentar pstlolones o
danunoias ante la Comisión es de una particular amplitud y "es claro que el artloulo 44
de la Convenolón permite que oualquier grupo de personas formule denuncias o quejas
por violación de los derechos oonsagrados por la Convenci6n"29. Dado que las personas

25 Contestaclóride la demanda, pág. 48 Ysiguiantes""

.. Observaciones de la CIDH a las excepclones preliminares Interpuestes por el Estado peruano
en si escrito de ccntesteolon de la demanda, pág. 9 YsIguientes. Contestación de la demanda, págs. 49, 50
y53.

" tnrorma de admlslblildad de la CIDH. párr. 1 y 13; y anexo 1 de la demanda.

"Inlonne da admisibilidad de la CIDH, párr. 13.

as cone I.D.H.,C8so Cestillo Petruzzi y otros. E:XlXlpclones Preliminares. Sentencia de 4 de
septiembre de 1998 Selle C No. 41, párr. 77.
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jurídicas en cuestión oonstituyen en todo caso grupos de personas, tendrían de todos
modos locus sta:nd¡;para presentar petioiones ante la Comlsión30

•

43. En eiSla contexto, la Comisión desea destacar que la demanda en el
presente caso fue interpuesta respecto de determinadas personas individuales y no de
la o las personas juÁ,dicas que las agrupe o pueda haber agrupado.

44. Finalmente, las víctimas del presente caso han otorgado poderes para
ser representadas por personas individuales, y no por personas jurídicas, por lo que el
cuestionamiento fori;nulado por el Estado respecto del que denomina 'falso SITRAMUN"
no tiene efectos sobre las actuaciones que dichas personas han efectuado a través de
sus válidos representantes..

45. Por todo lo anterior, la segunda excepción preliminar debe ser
igualmente desestimada.

IV. HEOROS

46. En la' demanda, la Comisión se refirió a los antecedentes que dieron
lugar a las sentsnelas judiciales cuyo cumplimiento se solicita, y detalló los 24 procesos
o casos que dieron lúgar a dichas sentencias, En el proceso ante la Corte, la firmeza de
las sentencias defi'rÍifiVas y firmes de estos 24 casos no ha sido nunca destruida por el
único medio idóneo'para hacerlo: una resolución JudiciaL Tampoco ha sido demostrado
por el Estado que 'alguna de ellas se encuentre totalmente cumplida, es decir, tal como
lo verificara la Comisión antes de enviar la demanda, todas las sentencias
comprendidas enlapresente causa se encuentran incumplidas total o parcialmente.

47. En consecuencia, los hechos relevantes son, en realidad,
incontrovertidos. En'efecto, no exIste controversia ante la Corte sobre el hecho de que,
en beneficio de Ul'l' grupo que engloba a miles de trabajadores, se emitieron 24
sentencias que, hasta el día de hoy, se encuentran firmes e incumplidas. En este
contaxto, la c<>mlsI6i:i pasará a detallar los hechos que dan lugar a la responsabilidad
internacional del Estado peruano.

A. AififéCe"c:léntes

48. El 28de diciembre de 1992, se publicó en el diario oficial "El Peruano" el
decreto ley 26093 que autorizaba a los titulares de los Ministerios e Instituciones
Públicas descentraliiadas a efectuar evaluaciones semestrales de sus trabajadores
pudiendo cesar por causal de excedencia a quienes no las aprobaran".

49, El 29 de diciembre de 1992, se celebró un Pacto Colectivo entre la
Municipalidad Metrmpolitana de Lima con el Sindicato de Trabajadores de la
Municipalidad de Lima (SITRAMUN), an al que la administración se comprometía al
respeto de la estabilidad laboral y la carrera: administrativade sus afiliados, compromiso

30 Corte I.D.H" Caso CaslJllo PetnJzzl y otros. Excepciones Prollmlnaras. Sentencia de 4 de
septlembre de 1996. SerieC No, 41, parr.77.

31 Anexo 11 de la: demanda. Dsoreto Ley26.903.
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que fue reiterado mediante Aota de Trato Directo suscrita entra las mismas parles el 10
de octubre de 199552

•

so. EI14 de diciembre de 1995 se public6 en el Diario Ofioial "El Peruano"la
Ley de Presupuesto'cet Sector Público para 1996, ley 26553, en la que se estableció en
su octava dlsposición transitoria y final en ooncordancia con el volumen 03 del artículo
40 de la misma ley, que se incluía El los gdblernos locales dentro de los alcances de la
ley 26093, es decir, se autorizaba a Jos gobiemos munioipales para lniolar procesos de
evaluación y clasifit?ad6n de sus empleados y trabajadores

OCTAVA.- ,FacUltese al Poder Ejecutivo a llevar a cabo un proceso de
modemlzaciónintegral en la organizaoión de las entidades que lo conforman, en
la asignación 'Y ejecuoión de funciones y en los sistemas administrativos. con el
fin de mejorar, la gestión pública, Al efecto, delégase en el Poder Ejecutivo la
facultad de IEl'gislar, mediante Decretos Legislativos. por un término que no
excederá de los 360 dlas, en materias de reorganlzaci6n, modificación de
sistemas adrrlihistrativos en general, aslgnacl6n y ejecuoión de funolones,
derivados de 'las leyes sectoriales que regulan dichas entidades. Inclúyase
dentro de los alcances del Deoreto Ley No. 26093 a los organismos
ccmprencídee'en el Volumen 03 del Artioulo 40. de la presente Ley,

Volumen 03: Gobiernos Locales, que comprende los pliegos presupuestarios de
las Munici¡'álidádes Provinciales y Dlstrltales y de las entidades y Empresas
MunicipalesS3

•

51. El 28':de enero de 1996, se publicó la resolución de la Alcaldía de Lima
No. 033-A-96 que dispuso el Programa de Evaluación del Personal en aplicación El lo
dispuesto por la ley' 26553 de 1995 y el decreto ley 26093 de 1992 y se aprobó las
bases del referido programa

Que, el Artfci:!!o 1" del Decreto Ley N" 26093 dispone que los Titulares de los
entes públicÓ'S facultados deben oumpllr oon efectuar semestralmente
programas dS";avaluacl6n de personal. de acuerdo a las normas que para tal
efecto se establezcan; autorizándose a los reterldos Titulares de dictar las
normas necesanas para la correcta aplicación de dicho dispositivo;
Que, el segu~~o párrafo de la Octava Disposición Transitoria y Rnal de la Ley
26553, Ley de"Presupuesto del Sector Público para 1996, ha incluido dentro de
los alcances del'Decreto Ley N° 26093 a los Gobiernos Locales;
Que, en consecuencla es necesario disponer se proceda a efectuar el
correspondiente programa de evaluaolón de personal y aprobar las bases del
mismo;
En uso de las 'atribuciones contendas en la Ley N" 23853 Yen conoordancia con
los disposiHvos"ántesoltados;

SE RI:SUELVE:

ArtIculo 1"._ DIi¡'poner la realizaoión del programa de evaluación del personal de
la Municipalidád de Lima Metropolitana, comprendiendo en el mismo a todo el

32 Anexo 12 de fa demanda. Pacto Colectivo 29 de diciembre de 1992 y Acta de Trato Directo de
10 deoctubre de 1995.

33 Anexo 13 delli demanda. Decreto Ley26.653
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personal, dlrectlvo, profesional, técnico, administrativo y operativo, obreros y
empleados.
Artículo 2",_ Aprobar las bases para el referido Programa de Evaluación de
Personal. contenidas en el Anexo N" 01 de la presente resolución; los cuales
torman parte integrante y constitutiva de ésta"".

52. I.as personas que se vinoulaban a la Municipalidad de Lima, a exoepción
de los funolonartos de manejo y conñanza, procedían a afiliarse al Sindioato de
Trabajadores de la l'íi1uniclpalldad de Lima (SITRAMUN)35.

B. SsntÉfÍlcias incumplidas

53. En la oontestación de la demanda, el Estado ha señalado que las
sentenoias cuyo lncurnpflmlento se alega pueden ser agrupadas en: 1) causas por
evaluación o causal de excedencia, 2) ceses por participación en huelgas ilegales, 3)
convenios colectivos inaplicados, 4) el caso de ESMLL. Si bien dicha claslflcaolón
contribuya a la comprenslón de los procesos Incluidos en la presente causa, la
Comisión considera relevante destacar que la totalidad de las sentencias de la presente
oausa pertenece a una sola oategorfa jurídica: sentenoias inoumplidas total o
parcialmente.

54. En la-demanda, la Comisión detalló los hechos que dieron lugar a cada
una de las sentenolas incumplidas, al prooedlmlento llevado a cabo para obtener dichas
sentencias y para obtener, sin éxito, su oumpllmlento, y las vfotlrnas de cada grupo de
sentencias contorme a la información proporcionada por los representantes de los
trabajadores y no controvertida por el Estado ante la Comlelórr",

55. Ante ,la Corte, el Estado se refirió a la situacIón que dio origen a las
demandas incoadas-por lbs trabajadores y a las razones por las cuales en su opinión.
las sentencias dictadas eran erradas, pero no controvirtió el carácter de firmes de las
mismas o que seenccntraran inoumplidas parcial o totalmente.

56. De medo suolnto, las sentenoias firmes y con carácter de cosa juzgada
que el Estado ha incumplido son las siguientes:

l. Senté:nclas declarando inaplicablelll a los demandantes
resolucÍl¡)'il'eS"sobre evaluaclbnes, ceses y procesos administrativos

Caso 1~7. Sentencia de la Sala Corporativa Transitoria Espeoializada en
Derecho Pübüoo de 6 de febrero de 1997 referida al cese de 436

54 Anexo 14 de Ji! 'demanda, Resolución dela Alcaldla deLima No033·A-96.

35 Anexo 16dela'demanda, nota delos representantes de la. vletlrnas de 21 deagosto de2002,
lletado de1734 trabaja<lóres afiliado. alSindicato SITRAMUN.

'" Demanda, p'árr; 33 y slgulente9c

37 Véase dernerida, párr. 121, donde sa utIliza eata denominación para facilitar laagrupación dalas
sentencias respectlvas qua alH se detallan. Para mayor claridad. se ha optado aquí por hacer referencia
únicamente a la aentenc:ila cdefinitiva y firme que sstableca lo. derechos delostrabajadores demandantes
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trabajedoree'{Aoevedo Jaramlllo y otros) en aplicación de la Resolución
NO.033·A-9osa•

Caso 2. Sefitencia de la Sala Corporativa Transitoria Espeoializada en
Derecho PLiblico de 6 de junio de 1997 referida al cese de 3 trabajadores
(Guillermo Dé La Fuente y otros) en aplicación de la Resoluoión No. 033­
A-9639.

Caso 3. Sentencia del Tribunal Constituoional de 20 de agosto de 1999
referida al (lese de 33 trabajadores (Gladys Tapia Cruz y otros) en
aplicación de::la Resolución No. 033·A·9640.

Caso 4. sentencía del Tribunal Constitucional de 9 de abril de 1999
referida al cese de ; trabajadores (Vicente Palomino Bustios y otros) en
aplicación de la Resolución No. 033-A-9641,

Oaso 5. Sentencia de la Sala Corporativa Transitoria Especializada en
DerechoPQ¡jllóo de 23 de septiembre de 1998 referida al cese de 132
trabaladores (Vlotoria Lavado Vaoa y otros) en aplioaolón de la
Resoluoión N'o. 377642

•

Caso 6. SEií'itenoia de la Sala Corporativa Transitoria Especializada en
Derecho Público de 23 de junio de 1999 referida al cese de 43
trabajadores (José Zapatel Vera y otros) en apllcaoión de la Resoluoión
No.3nad3,

Caso 17. Sentencia de la Sala Corporativa Transitoria Especializada en
Derecho Público de 27 de julio de 1998 referida él la Ordenanza No. 117
de la Municipalidad de Lima sobre evaluaciones y ceses por
exoedenola".

Caso 22. Séntenola del Tribunal Constitucional de 9 de abril de 1999
referida al cese de 12 trabajadores (Javier Aurelio Zamora Ramos y
otrcs)".

Caso 23. Se'l'\teneia del Tribunal Constitucional de 18 de noviembre de
1998 referida'al cese de Aurelio Huanea Pasaea4B

•

ea Demanda. párrs. 33-35.

a9 Demanda, pérrs, 36-38.

"" Demanda, pérrs. 39·41,

4' Demanda, párra. 42-44.

'2 Demanda, párrs. 44-48.

43 Demanda, párra. 49-51.

44 Demanda, párrs. 94·97

's Demanda, párfs. 111-114.

"Demandn,párra.115-117.
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Caso 24. Sefltencla del Tribunal Constitucional de 21 de diciembre dQ O26'7 7
1998 referldá,al cese de Eleno Nuñez Trinidacr'7.

11. Sentellclas declarando Inaplicables a los demandantes las
resolucla¡ir9'll' sobre declaratoria ilegal de huelga

Caso 7, Sentencie. de la Sala Corporativa Transitoria Especializada en
Derecho Público de 16 de noviembre de 1998 referida al cese de 288
trabajadores .. por declaratoria Ilegal de huelga en aplicación de la
Resolución No. 57546

•

Caso 6. Sentencia del Tribunal Constitucional de 3 de abril de 199B
referida al cese de 16 trabajadores (Wilfredo Oastlllo y otrosJ por
declaratoria ilegal de huelga en aplicación de la Resolución No, 575 9

,

Caso 9. Sentencia de la Sala Corporativa Transitoria Especializada en
Derecho Público de 14 de julio de 199B referida al cese de 5 trabajadores
(Eduardo ESpino y otroslJor declaratoria ilegal de huelga en aplicación
de la Resoludón No. 575 .

Caso 10. Sentencia del Tribunal Constitucional de 13 de mayo de 199B
referida al cese de 4 trabajadores (Amalia Agaplto Roldán y otros} por
declaratoria fIegal de huelga en aplicación de la Resolución No. 5755

•

Oaso 11. Sentencia del Tribunal Constitucional de 16 de octubre de 1998
referida al cese de Gustavo Quintanllla Dávlla por declaratoria Ilegal de
huelga en aplicación de la Resoluci6n No. 57552

•

Caso 12. Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de agosto de 1999
referida al cese de 12 trabajadores (René Zúñiga y otros) por declaratoria
ilegal de huelga en apllcaolón de la Resolución No. 5755

•

Caso 13. Séntencia del Tribunal Constitucional de 11 de noviembre de
1998 referldá al cese de 14 trabajadores (Rubén Canales y otros) por
declaratoriallsgal de huelga en aplicación de la Resoluci6n No. 57554

•

Caso 14. Senrencia de la Sala Corporativa Transitoria Especializada en
Derecho Público de 22 de diciembre de 1999 referida al cese de Luisa

47 Demanda, párm.118-120.

4ll Demanda, páiis. 52-55.

49 Demanda, pá,;rs. 56.60.

eo Demanda, párrs, 61-64.

61 Demanda, párriJ. 65-69.

" Demanda, parra.70-73 .

sa Demanda, párrs, 74,TI.

54 Demanda. párra. 78·81.
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Claver Toledo Posso por declaratoria ilegal de huelga en aplicación de la
Resolución No. 57555

•

Caso 15. Sentencia de la Sala Corporativa Transitoria Especializada en
Derecho Público de 31 de marzo de 1999 referida al cese de vtotor
Alcántara HiJa'man flor declaratoria ilegal de huelga en aplicación de la
Resolución Nb. 575 .

111. Senténcias referidasa Pactos Colectivos

Caso 16, Sé;ntencia del Tribunal Constitucional de 10 de diciembre de
199'7 referidas la Resolución No. 044·A·96 que dispuso la reducción de
los sueldes.vsalarlos y pensiones de todos los trabajadores de la
Munic~alidad de Lima, también afiliados al SITRAMUN, en un treinta por
ciento 7.

Caso 19. Sentencia de la Sala Corporativa Transitoria Especializada de
Derecho Pi1bllco de 18 de noviembre de 1998 referida al incumplimiento
de Pactos Colectivos entre la Munlolpalldad de Lima y el SITRAMUN
sobre asignaciones, bonificaciones, gratlflcaoiones y demás beneficios a
favor de los trelbajadoresSll

•

Caso 20. Sentencia de la Sala Corporativa Transitoria Especializada de
Derecho PÚblloo de 11 de marzo de 1999 referida al Incumplimiento del
Pacto Colectivo sobre local slndical5e•

Caso 21, Sentencia de la Sala Corporativa Transitoria Especializada de
Dereoho Público de 19 de agosto de 1999 sobre adjudicación de terreno
de La Molina60

,

Iv. sentencia referida a la disolución de ESMlL

Caso 18. Sé"ntencia del Tribunal Constitucional de 8 de julio de 1998
referida a la disolución de ESMLL mediante Acuerdo No. 036 del Concejo
Metropolitano de Lima (Ari Cumo Ramón y Otros) 61 ,

57. A oontínuacíón, la Comisión formulará algunas consideraoiones sobre
algunas de las sentencias antes mencionadas.

58. En primer lugar, en relación con la sentencia del caso 16, el Estado alegó
en la contestación 'de la demanda que habla acatado lo resuelto por el Tribunal

U5 Demanda, pérrs, 82-85.

50 Demanda, páITS, 86.89,

51 Demanda. páTTS. 90.93,

se Demanda, párrs.l 01·103.

"Demanda, páns. 104-107,

00 Demanda, párre. 108-110,

., Demanda, párrs.88,100,
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Constitucional en dlbha sentencia a través da una serie de resolucíones". Si bien se ha
producido un cumplimiento paroial de esta sentenoia, tal como fuera señalado en
audiencia públioa tanto por la CIDH oomo por 105 intervinientes comunes, subsiste una
falta de cumplirnlento respecto de los, trabajadores que no han sido repuestos en sus
trabajos en la MuniCipalidad ni que tIenen el caracter de pensionistas. Los Intervinientes
comunes ha presentado una serie de liquIdaciones y un affidávit que sxplícarían los
montos que se deben a algunas de las víctimasB

" .

59. En cuanto al caso de ESMlL, cabe notar que el Estado ha aceptado la
validez de la sentencla diotada en el presente caso y se ha aprontado a cumplirla,
supra. En efeoto, mas de oinco años después de dictada la sentencia, el 8 de agosto de
2003. el juzgado de- ejecuoión ordenó la reposlolón de 61 demandantes, y un año y
medio después, dioha resolución fue confirmada por la Corte Superior de .Justlcia de
Lima, el 9 de dIcIembre de 2004e4

• Dado que el argumento del Estado es que sus
tribunales no hablaÁ'determinado qué trabajadores debían ser repuestos, la Comisión
espera que a la luz' de esta última deolslón - que fuera remitida a la Corte por algunas
de las vlctlmas del' p/'{¡lsente caso- y del reconoolmlento de responsabilidad efectuado
en audiancia, el Estado peruano se preste a la brevedad a darle cumplimiento. La
Comisión emitirá: 'süs observaciones pertinentes una vez que 131 Estado realice las
aclaraolones solicita"daspor la Corte en este sentido.

60. la Oornlslón considera relevante ssñelar que la sentencia respecto de la
cual el Estado ha aceptado responsabilidad fue dlotada por el Tribunal Constitucional
ouando estaba conformado sólo por cuatro miembros, es decir, con posterioridad a la
destitución de los magistrados Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo MarsanoBS

• Ello no
es óbioe a exigir StI óurnpllmlento porque ha sido el propio Tribunal Constitucional quien
con posterioridad a noviembre del año 2000, es decir, cuando se encontraba
conformado nusvarnénte por sus siete miembros, quien decidió que dicha sentencia -y
algunas otras comprendidas en el presente caso- debfan ser oumplidas a pesar de
haber sido dlotadas por s610 cuatro miembros.

61, En efecto, en la resoluolón de 9 de diciembre de 2002, en que la
Municipalidad de Lime., entre otros demandantes, solicitó la invalidación de algunas de
las sentencias comprendidas en el presente caso, el Tribunal Constitucional consideró
que:

[D]lchas ssntenclas han producido efectos múltiples, pues es razonable suponer
que han sido' eJecutadas y que las ejecuciones han producido ·-a su vez- otros
efectos jurfdic9s. Declarar su Invalidez después de tanto tiempo vulnerarla
muchfsimos derechos regularmente adquiridos por terceros y desconocerla
hechos cumplidos entrejunio de 1997 y noviembre de 2000 o, aún más, hasta el
presente. La 'seguridad del sistema [urfdico sufrirla notablemente con asta

.. Contestaclén, plig, 33 Ysiguientes.

ro Véase anexos 17, 16 Y 22 del escrito de solicitudes, argumentos Y pruebas. ast como
declaración del señorWilfredo Cestillo Sabelaga ofrecida y prseenrada por los Intervinientes comunes.

54 La sentencia ,fue remitida a la Corte por el señor Saavedra Rivera y otros, y la Comisión solicita
sea Incorporada al exPediente del presente caso.

tJS Corte l.ü.H, 'CEiso del Tribunal Consl/tlJclonel. Sentencia de 31 de enero de 2001. Señe e No,
71, párr.56, hechos,
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decisión, ocaeíonando un oaos queel Tribunal nodebe propiciar sino, más bien,
evllaraG

•

62. Lo qua la Comisión está solloitando ante la Corte ha sido zanjado en el
Perú del modo a:ñ~es señalado. Las sentencias oomprendidas en el presente caso
deben ser oumplldas.

63. Adlci<;i'flalmente, oonsidera que el Estado peruano cae en una
contradicción in'expl1eable al aceptar responsabilidad internacional por la sentenola del
caso de ESMLL y rio' hacerlo por el resto de las sentenoias del presente caso, muchas
de las cuales fueroli' dictadas el mismo año por el mismo Tribunal (sentencias de los
casos B,10, 11, 13; 23 Y 24).

e, LUS:'c'Clnsecuenclss socio económicas del Incumplimiento de las
sentencias

64. Por él incumplimiento de las sentencias proferidas a su favor, los
trabajadores de la;'Municipalidad de Lima han sufrido una serie de oonsecuencias
económicas y sooi€il¡3s que han trascendido a sus familias y han afectado drásticamente
sus proyectos de vlda;

65. Durante el período oomprendido entre los años de 1996 a 200067,
fallecieron 16 de las víotirnas afiliadas al SITRAMUN sin haber obtenido satisfacción a
sus dernandas'", '45 presentaron lesiones fisicas como oonsecuenoia de los
enfrentamientos que habtan sostenido con la fuerza públioa en las diversas
manlfestaoiones lIe\i61das a cabo en la oiudad de Lima cuando realizaron protestas por
los despidos masivos, y 20 soportaron procesos penales por la misma situación, Otras
20 personas ma.nll1\ileron deudas con el Sanco de Materiales por créditos otorgados
para construir y mejorar sus viviendas, 17 presentaron graves afecclonas a la saludes y
129 requerían de tratamiento médico oon carácter de urgencia y ambulatorio.

66. De los trabajadores despedidos que son jefes de núcleo familiar, el 91 %
no posee trabajo fljúo desempeña labores eventuales de diversa fndole y sólo el 8.3%
cuenta con un trabajo independiente generado porIniclatlva propia; el 95% de éstos
supera los 44 añbs\'de edad lo oual dificulta el acoeso a oportunidades de empleo,
habiendo adqulrldepor su vlnculaoión laboral una experiencia ponderada de dieciséis
años en asuntos rnurñcipales.

G6 Corte I.O.H., Oaso dsl TrIbunal Oonstltuclonal: Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No.
71,páIT,56,hechos.

07 VélUle Reoolúlilón de 9 de diciembre de 2002, Tribunal Constitucional de Perú, Expediente 004­
1993-AAffC y otro. acumulados. disponible en

El
Tribunal Oonetltuclonel aclaró que "[sJI es Importante, sln embargo, dejar constancia de que se mantiene la
validez de tales reeolucicnea por esta razón de la seguridad jurfdica nacional y no -de manera alguna- por
que se coneldere élica I!i':manlobra fraudulenta que 'permltló' al Tribunal Oonstltuclonal 'funcionar' durante
lapso tan largo con 9610 cuatro Magistrados",

ea Los nombres 1le las poraonaa fallecidas fueron indicados en la demanda, párr. 123.

es Los nombros.,doestas persones fuoron indicados en la demando, párr. 123.
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67. El 35% de estas personas peroibían Ingresos mensuales aproximados de

$500 soles en actividades informales y como subempleados, con trabajo de 16 a 1B
horas diarias y sin áooeso a los beneficios de la seguridad social.

6B. Los niveles de escolaridad de los núcleos familiares de los trabajadores
miembros del SITR~MUN presentan registros mínimos, un 29.2% en nivel de estudios
de primaria y secui1daTia, un 9.73% de estudios superiores, un 8.85% actividades del
hogar y un 52% oorn~bandono de escolaridad,

69. La t~llencla de vivienda señalaba que estos núcleos familiares posefan
31.6% vivienda propia, 25% vivienda alquilada y 43.3% otro tipo, con localización en el
casco urbano del 40%, en el área rural del 40% y en asentamiento irregulares el
18,3%70, índices a los que fueron llegando como consecuencia de no tener un trabajo
estable, remunerado, una pensión determinada o no haber recibido una indemnización
por el tiempo trabajado en la Municipalidad de Lima.

70, En este contexto se enmarcan las declaraciones prestadas por los
testigos ofrecidos por la CIDH, señores Rogelia Rosario Aguero Laos, Juan de Dios
Berrospi Pérez, Vfjrf¡ Zully Cubas Santos, Agustfn Huanca Gimio, y Carmen Varenga
L1uya, así como él" testimonio ofrecido por los Intervlnlentes comunes rendido en
audiencia pública de:ja señora Corina Antonieta Tarazona valverds.

D. Víctiij1as

71. Asl corno la materia de fondo es, a juicio de la Comisión, un asunto
jurídico de gran senclüez, la determinación de las víctírnas en esta causa es -y siempre
ha sido- una rnateríáque reviste cierta complejidad.

72. Al tomar posición en este asunto, la Comisión ha tenido en cuenta que la
gran mayorfa de las vfctimas no se encuentra representadas ante la Corte. En dichos
casos, la Comisión entiende que es su deber prestar particular atención a ios Intereses
de esas personas, 16 cual hace siguiendo las reglas de la lógica y su experiencia en
esta materia. Cabe mencionar, a este respecto, que la Comisión ha recibido información
remitida por vfctímas que no se encuentran representadas ante la Corte. La Comisión
canaliza sus escritós 011 Tribunal, bajo la forma de apéndice de este escrito, de
conformidad por lo dispuesto mediante oficio de 13 de octubre de 2003 en el sentido de
que la Comisión di3berá "velar por 165 Intereses de [las vfctima que no resultaren
representadas o no 'tengan representación]".

73. En su demanda, la Comisión tuvo la oportunidad de realizar una
determinación de vfctimas con base en los elementos probatorios y referenciales
allegados por los peticionarios. Su conclusión, que mantiene en este momento, es que
el universo de víctlmas del presente caso está constituido por aquellas personas que no
obtuvieren en un plazo razonable el cumplimiento total de lo dispuesto a su favor en
alguna de las 24 sentencias firmes comprendidas en la presente causa".

70 Véase anexo 42 de la demanda.

n La lista de víctimas se encuentra en el ph;de página número 1 de la demanda, y además en los
pies de páginas de cada una de lassentencias Incumplidas.
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74, En cuanto a la determinación de las víctimas, las sentencias
comprendidas en la':presente causa pueden ser agrupadas en dos tipos que no son
excluyentes entre sr:

a) sentenotss que establecen obligaciones en beneficio de personas que se
encuentran 'individualizadas en las sentencias mismas, tales como las
sentencias qCle ordenan la reposición de determinados trabajadores cesados por
excedencia o-por participación en huelgas declaradas ilegales; y

b) sentenolas que establecen obligaciones en beneficio de una oategorla de
personas, tái-cornc los trabajadores afiliados al SITRAMUN respecto de quienes
se reconeosrr derechos establecidos en pactos colectivos o los trabajadores de
ESMLL que 'no cobraron sus beneficios sociales.

75. En censeouenola, la presente causa comprende tanto víctimas
determinadas como' determinables, En efecto, algunas vlclimas se encuentran
claramente identificadas en las sentencias mismas, y las identidades de las otras son
determinables a tra\iés de otras piezas procesales o de documentos referenciales.

76. A continuación, la Comisión absolverá las solicitudes de la Corte en
relación con determlnadae víctimas y se referirá a otras situaciones relacionadas. Para
tales efectos abordará en primer lugar el tema de qué personas deben ser incluidas en
el universo de víctimas, y qué personas deben ser excluidas del mismo,

l. Pérs;ónaa que deben ser Incluidas en el universo de víetlmas

77, En SIiI esorito de solicitudes, argumentos y pruebas, los intervinientes
comunes señalaron'qua a la lista de vlctlmas contenida al principio de la demanda de la
Comisión -que en atención al reconoolmlento del Estado al resgecto fue extraída de la
lista proporcionada por los peticionarlos del caso ante la CIDH 2_ es necesario agregar
39 personas que ta'mbién se encuentran comprendidas en las sentencias materia de
este caso". La Cemisión ha observado que efectivamente dichas personas se
encuentran compréhdidas en sentencias de la presente causa y que el Estado, con
excepción de una d,é ellas", no ha contradicho que deban ser Incluidas al universo de
víctimas. Dichas personas deben ser en consecuencia agregadas al listado de vfctimas
del presente caso.

78. En relación con una serie de personas no mencionadas ni por la CIDH ni
por los lntervlenteecornunes como vfctlmas del presente caso, pero que han remitido
poderes de representación a la Corte, la Comisión observa que dos de ellas se
encontrarlan efectivamente comprendidas en las sentencias del presente caso, por lo
que deberían ser ínoorporadae".

72 Véase anexo'15 de la demanda dela CIDH.

73 Escrito de scllcñudes. argumentos y pruebas, pég, 2, Y anexo 17 de dicho escrito, en especial,
explicación pág. 32,

74 La señorafilvarado Iglesias Patricia Mairena, respecto de quien el Estado alega que ha
cobrado sus bsneñclos sóclates, véese anexo 17 de la contestación de la demanda.

75 Los señoras Luis Armando Llaesa Arce (vfclima de la sentencia del caso 1) Y César Valencle
Levano (vrcUma da la sentencia del caso 7).
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79. Resp~bto de las otras cinco personas, la Comisión ha verifioado que no
se enoontrarfan comp'rendidas en las sentenoias de reposición del presente caso, lo que
no impide, tal corito fuera explicado supra, que estuviesen comprendidas en las
sentencias eetabtscídas a favor de víctimas determinables. La Comisión conslderarfa
fundamental que la Corte consulte a las personas que de acuerdo a los poderes
respectivos representan sus derechos, cuál es la situación en que se encontrarfan sus
representados, aotÉis de determinar si deben ser o no comprendidas en el presente
caso. SI bien la Comisión entiende que los intervinientes comunes pueden proporcionar
información respecto de personas que no representen, no considera que estén
habilitados para excluir a personas que no representan de IEl presente causa. En ese
sentido, velando poi: sus intereses y teniendo en cuanta que han otorgado poder a
personas determínadas, la Comisión solicita e la Corte que no los excluya antes de
escucharlos a través de sus legltimos representantes.

80. En cuanto a los ex trabajadores de la empresa ESMLL que no han
cobrado sus bensflclos sociales, la Comisión ya ha señalado que sus nombres están
mencionados en dIVersas partes de la demanda, y que por lo tanto, se encuentran
comprendidos en la"iJresente causa". Conforme a la sentencia de diciembre de 2004
(que ha sido remitida a la Corte por el señor Saavedra Rivera y otros, y que la Comisión
soñoíta sea incorporada al expediente del caso) se trataría de 61 personas que deben
ser consideradas COliTO víctimas del presente caso. La Comisión estará atenta a las
precisiones que formule el Estado en este sentido al absolver las aclaraciones
solicitadas por la Corte sobre su reconocimiento de responsabilidad respecto de estas
personas.

11. Pers"Ollas que 5e ha alegado deben ser excluidas del universo de
víctlmas

81. El Est~do ha alegado ante la Corte una serie de motivos por los cuales
algunas personas debieran ser, a su juicio, excluidas del universo de vfotlmas del
presente caso. Lo mismo han heoho los lntervinlentes comunes aún en casos en que
las vfctimas en cuestión no son representadas por ellos. En forma general, y en
particular respecto de las víctimas que no están representadas, la Comisión considera
que el criterio fundamental de exclusión debe ser la demostración fehaciente, a través
de documento ídérrso, de que se ha cumplido fntegramente la obligación establecida
por sentencia.

82, Uno de los factores de exclusión mencionados tanto por los intervlnJentes
comunes como por el Estado es la celebración de transacciones extrajudiciales para
poner fin a los litigios pendientes o eventuales con la Municipalidad de Lima. Las listas
de personas señaladas tanto por los intervlnlentes comunes como por el Estado
coinciden sólo en 136 personas, pero no consta en la evidencia dooumental remitida a

76 Véasa eacríto de la CIDH de observaclonee a !aa excepciones preliminares Interpuestas por el
Estado. párr. 35 ("'a situación de los ex trabajadores de ESMLL fue descrita por laComisión en los párratos
98 a 100 da la demanda, al referirse a las ssntenclas Incumplidas por elEstado peruano. consignando los
nombres da dichos ex tmbajadores en la nota de pie N° 48, AsImismo, sa alegó la violación de sus
derechos a la prctecoléfi 'Judlclal contenida en el articulo 25 de laConvención Americana sobre Derechos
Humanos en elpárrafo 1'45 de lademanda, Además, dichas personas están incluidos en lalista de titulares
que tienen derechos a aer reparados consignada en al párrafo 163 de la demanda de la Comisión,
Igualmente, sus nombté¡Í'Íle consignan en elanexo 351, en elanexo 43 B), [.. .l y en elansxo 43 E) [... J,")
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la Corte más que una mfnima parte de las mismas, No ha sido explicada tampoco ante
la Corte la fecha sn que fueron realizadas la mayorta de dichas transacciones, los
efectos que en el derecho interno puedan tener respeoto de derechos declarados por
sentenoia con anteridridad o posterioridad a ellas de ser el caso, o algún otro criterio
que permita a la Corte determinar con certeza la sltuaclón en que se encuentran esas
personas. La Comisión considera en este sentido que el Estado tiene la carga de probar
tales exclusiones (y no s610 de indicar los nombres de esas personas en una lista) y que
de no hacerlo, la Corte debe considerar a todas esas personas como vfctlmas del
presente caso. Sin pe~uicio de lo anterior, la Comisión observa que la mayoría de esas
personas se encuentran representadas mediante poder válido por personas distintas de
los intervlnlentes comunes, quienes podrfan proporcionar a la Corte Información
relevante que contrítiuya al establecimiento de la verdad en este caso.

83. Otro factor mencionado tanto por los intervlnlentes comunes como por el
Estado es el de las personas que actualmente se encuentran laborando en la
Municipalidad de Lima. En el caso de que dichas personas se encuentren comprendidas
en alguna de las ssntencías de reposición, existiría un indioio de que el Estado ha
cumplido con eseaspecto de esas sentencias. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión
considera que el Estado tiene la carga de probar que efectivamente ha reinoorporado a
tales personas, la fecha de la reincorporación y las planillas que demuestren que dichas
personas se encusntran laborando actualmente en la Municipalidad, tal como lo afirma.

84. Otro factor menoionado por el Estado es el del fallecimiento de algunos
trabajadores. La Comisión considera que este factor sería relevante sólo en la medida
en que se trate de personas respecto de las cuales las sentencias judiciales ordenaron
su reposlolón sin el pago de haberes. Pero en todo caso, la Indemnización como
consecuencia del incumplimIento de las sentencias judiciales por largos años, en la
especie, por el hecho de haber fallecido sin haber sido reincorporado a su trabajo, es
sin duda transmltíbts a sus herederos.

85. En relación con los 76 trabajadores obreros que los intervinientes
comunes han solicitado sean excluidos de la presente causa, aún cuando sus nombres
no constan en las sentencias de reposición del presente caso, esto no impide, tal como
fuera explicado sl~pra, que estuviesen comprendidas en las sentencias estableoidas a
favor de vícümas determinables. Dado que dichas personas no se encuentran
representadas por el interviniente común, la Comisión considera que no deben ser
excluidas por éste a' menos que se adjunte una explicación y prueba fehaciente de las
que justifiquen dlchá excíuslon, Esta consideración es aún más relevante respecto de
las personas respecto de las cuales el Estado ha reconocido su responsabilidad.

86. Finalmente, el Estado ha alegado que 872 trabajadores cobraron sus
"beneficios soclales' y que por tal razón deben ser excluidos del universo de víotimas, El
Estado no ha proporclonado evidencia concreta sobre el monto cobrado por dichas
personas, ni la fecha o condioiones en que se habrfan realizado dichos cobros. Sin
perjuíolo de los efectos que dicho cobro genere oonforme a la legislaoión interna
peruana, la Comisión considera que no enerva las reparaciones a que tienen derecho
dichas personas por el daño causado como consecuencia del incumplimiento de
sentencias judiciales firmes en un plazo razonable.
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E. Sobl'iilclos hechos alegados por el Estado

87. Tal corno se constatara en la audiencia publica del presente caso, no se
han producido evidencias Concretas que permitan establecer de modo fehaciente una
conexión entre la sitetaclón descrita y la emisión de las sentencias que son objeto del
presente caso y las': modificaciones institucionales y legales efectuadas en el Perú
durante los años 90,'que disminuyeron la Independencia, autonomía e imparcialidad del
Poder Judicial.

8a. En efeoto, ante la respuesta del testigo del Estado señor César
Azabache a la pregunta del señor juez ad hoc sobre "si el testigo en su trabajo como
Procurador pudo terrer alguna evidencia de una conexión de esta red de corrupción en
el poder Judicial cerilos casos COncretamente que llevaron los [...J ex traba~dores del
Municipio de Lima vra amparo al poder Judicial o al Tribunal Constitucional" ,el señor
juez solicitó una aclaración del siguiente modo: "¿Hubo alguna evidencia de
intervención de Mo'hteslnos en estos procesos judiciales?", a lo que el señor testigo
respondió senclñamsnts "No, no se tuvo ninguna" 79. Posteriormente, ante una pregunta
del Presidente de la 'Corte, el testigo precisó que "mientras yo estuve en el cargo, no
encontramos nlnguHa evidencia directa sobre los expedientes en concreto del caso
Sitramún" 79.

89. En consecuencia, no se ha probado ante este Tribunal internacional,
como no ha probadó en sede interna, que las sentencias dictadas en el presente caso
respecto de los ex 'trabajadores de SITRAMUN hayan sido el producto directo de la
corrupción.

90. Todoálos hechos generales que alega el Estado son irrelevantes para la
decisión del presente caso, puesto que no tienen una relación directa con el hacho de
que existen una serl~: de sentencias judiciales firmes que se encuentran Incumplidas, La
materia del presente' caso es sólo esta última; y sólo esto es lo que se requiere probar y
dar por probado,

V. DERECHO

91. A continuación, la Comisión Interamericana se referirá los fundamentos
de derecho en virtud> de los cuales soholta a la Corte que declare, en relación con los
hechos relevantes probados en la presente causa, que el Estado peruano violó en
perlulolo de las vfctlmas el derecho consagrado en el artlculo 25 (2) (c) de la
Convención Amertcana, en relación con la obligación de garantfa a que se refiere el
artículo 1 (1) de dloho Tratado.

77 Grabación de"laaudiencia pública, track aosvedo 01, minuto 43.00.

70 Grabación de la audiencia pública, track acevedo 01. minuto 45.46.

7. Grabación dei'la audiencia pública, trackacevedo 01. minuto 46,37.
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92. Asimismo, se referirá a los argumentos esgrimidos por el Estado peruano
para justificar el inCumplimiento de las sentencias judiciales comprendidas en el
presente caso.

A. El E~ljdo peruano ha violado el artículo 25 (2) (c) de la Convención
Americana en Coll~xl6n con el artículo 1 (1) da dIcho tratado

93, El artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,
que consagra el de¡'13Cho a la protección judiolal establece

1, Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro
recurso efect'ivG ante los Jueces o tribunales competentes, que la ampare contra
actos que violen sus derechos fundamentales reconooldos por la Constitución, la
ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por
personasqueactúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estado's partes se comprometen:

a. a garantIzar qua la autoridad competente prevista por el sistema legal del
Estado decidirésobre los derechos da toda personaque Interponga tal recurso;

b. a desarrollarlas posibilidades de recursoJudicial, y

c. a garantite:r el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda
decisión en q¡¡¡e-se haya estimado procedente el recurso..

94. El Estado peruano violó en perjuicio de las víctlrnas del presente caso, el
derecho a la tutela' judicial efectiVa contemplado en el artículo 25 de la Convenoión
Americana, al Incumplir lo ordenado por sentencias definitivas y firmes dictadas por los
tribunales peruanos v ;que dispusieron que la Municipalidad de Lima reintegre a los
trabajadores despedidos por no haber concurrido a las evaluaciones que convocó esta
munloipalidad o no haberlas superado quienes la presentaron, o a aquellas personas
que fueron cesadas' por participar en la huelga organizada por el sindicato y que fue
declarada Ilegal o a quienes fueron cesados oomo consecuencia de la liquldaclón de la
Empresa de Servicio's Municipales ESMLL. En igual forma al no haber cumplido con el
pago a estos trabajadores de lo correspondiente a las remuneraciones, bonificaciones,
asignaciones, gratlflCaoiones y demás beneficios que les fueron reoonocidos en los
acuerdos con el sindicato durante los años de 1989 El 1995, así como no haber
cumplido con la enti,ega del local del sindicato en beneficio de los trabajadores al que
se había comprometldo en el Pacto firmado el13 de diciembre de 1988 y al dejar sin
efecto la adjudicación y el registro sobre los terrenos de la Malina que fueron donados al
sindicato para un preg'rama de vivienda y transferido a sus afiliados que 10 mantienen en
su posesión.

95. La vlgenoia de los derechos y libertades en un sistema democrático
requiere un orden jutfdico e institucional en el que las leyes se antepongan a la voluntad
de los gobernantes y en el que exista un control de unas instituciones por otras, es
decir, que exista un Estado de Derecho.

96. La Declaración de Santiago de Chile, adoptada en 1959 por la Quinta
Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores da Estados miembros de la
OEA, señaló que "elprlncipío del Imperio de la ley debe ser asegurado mediante la
independencia de los Poderes y la fiscalización de la legalidad de los actos del gobierno
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por órganos jurisdiccionales del Estado"BO. En el mismo sentido en las "Iniciativas
elaboradas en deolaiaciones polñtoas. Declaración sobre conectividad y acción" de la
Tercera Cumbre de-la Amérlcas llevada a cabo en Quebec Canadá en el mes de abril
de 2001, los Estados miembros de la organización declararon "Reafirmamos la
importancia de la intlapendencia del poder judicial y nuestra determínaclón de asegurar
el acceso equitativo á la justicia y garantizar su administración oportuna e lrnparclar!".

9'7. En el:'slstema interamericano de derechos humanos, el funcionamiento
adecuado del pode't: judicial es un elemento esencial para prevenir el abuso de poder
por los órganos del·.'Estado, y por ende, para la protección de los derechos humanos.
El corolario funde:mi!ntal de los derechos humanos es la posibilidad de acudir ante los
órganos judiciales para demandar el reconocimiento de derechos vulnerados y asegurar
que estos se hagan efectivos, El poder judicial es Indudablemente el órgano
fundamental para la-protección de los derechos hurnanos'".

98, El cumplir y hacer cumplir las sentencias del poder Judicial está
íntimamente relaclcnado entonces con el concepto mismo de la función jurisdiccional
del Estado, son facültadas que conllevan la ooettio y la exscutio

De nada valdría la fuerza del derecho material impelida por una decisión judicial
si no tuviese e-contase con el respaldo de la fuerza real del Estado para hacerla
efectiva, El juez.no cuenta con más fuerza que su decisión fundamentada en el
derecho y la ftJerza moral vinculante con la sociedad en su tarea (legalidad y
legitimidad), psro esa fuerza Jur(dica y moral suoumbirá ante la resistencia ífslca
de los Justiciables que pueden usar en su contra ante una disconformidad, de
modo que alalabor judicial debe dotársela de una fuerza efectiva a través de la
Administración del Estado para vencer también la resistencia Hslca a un
desacato y poder imponer con eficacia la decisión cuando no sea
voluntaríarnerite aceptada63.

99, Para que el poder judicial pueda servir de manera efeotiva oomo órgano
de control, garantla y protección de los derechos humanos, no sólo se requiere que éste
exista de manera f~rmal, sino que además sea independiente, imparcial y que sus
sentencias sean cumpltdas. Como ha dicho la Corte,

no basta con la existencia formal de los recursos sino que estos deben ser
eficaces, es decir, deben dar resultados o respuestas a las violaciones de
derechos contemplados en la Convención. Este tribunal ha señalado que no
puede considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones
generales del pafs o Incluso por las circunstancias particulares del caso dado,
resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya

00 Declaraci6n de Santiago de Chile, punlo 1. Quinta Reunión de Consulta de Ministros de
Relaciones Exteriores deiEStados miembros de la OEA, Acta Final, OEA I Doournantos Oficiales I OEA.
Se~e C. V (espaftol), página 5

et Declaración ¡le Ouébsc, Tercera Cumbre da laa Américas. Abril de 2001. Disponible en:

82 CIDH, Segundo Informe sobre la sltuecron de Derechos Humanos en el Perú, año 2000, Cap.
11, Administración deJustlcla y Estado deDerecho A. Introducción, pérrs, '-3.

os Qulroga León' Anlbal. El Debido Proceso legal en el PenJ y el Sistema Interamerícano de
Proteccl6n de Dereohos HUmanos. Enplancha para impresión, 2003, pág. 48.
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quedado demostrada por la práctica, porque el órgano Jurisdiccional carezca de
la independencia necesaria para decidir con Imparcialidad o porque fallen los
medios para éjacutar sus decisiones; por cualquier otra situación que configure
un cuadro da dens,aaclón de Justicia, como sucede cuando se incurre en un
retardo injúsllflcado,

1DO, La importancia del derecho a la protección judicial ha sido reiterada por la
Corte en varias ocasionas, al señalar, por ejemplo, que tal derecho "constituye uno de
los pilares básicos, 'no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de
derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención"es, La Corte
Interamericana ha señalado asimismo, respecto al cumplimiento por parte de los
Estados de la obligación contrafda en el artículo 25 de la Convención, que:

La tnexlstencla de un recurso efectivo contra las violaciones de los derechos
reconocidos por la Convención constituye una trasgresión de la misma por el
Estado Parteén el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe
subrayarse que, para Que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por
la Constituci6n o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se
requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha Incurrido en una
violación a íos.dsrachos humanos y proveer lo necesario para remedlarlaSB

•

101. Tal como ha señalado esta Corte:

En cualquier materia, inclusive en la laboral y la administrativa, la
dlsorecionalldad de la administración tiene limites infranqueables, siendo uno de
ellos el respeto de los derechos humanos, Es importante que la actuación de la
administración :se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el orden público
para reducir discrecionalmente las garantfas de los administrados Por ejemplo,
no puede la administración dictar actos administrativos sanclonatorlos sin
otorgar a los sancionados la garantra del debidoproceso'",

102. La CTDH, en su informe sobre la situación de los derechos humanos en
Perú, Inoluyó un análisis de la situación de inoumpllmlento de sentencias judiciales en el
país, y señalo al respecto que:

La práctica de- i1ncumplir sentencias Judiciales, además de socavargravemente el
Estadode derei:ho, vioia el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el
articulo 25 de la Convención Americana. [oO.] La adminIstración de justicia tiene

... Corte LD.H., Caso "Cinco Pensionistas~ Sentencia de28 de febrero de2003.. Serie C No. 98,
párr. 126; Corte I.D.H., C,¡¡", Las Palmeras. Sentencia de6 de diciembre de2001. Serie CNo. 90. párr. 58;
Corte I.D.H., Caso de/a,'Comunidad Mayagna (Sumo) AlVas rlngnl. Sentencia de 31 de agosto de 2001,
Serle C No. 79, pérrs. 111 y 113; Corte I,D,H" Caso d91 Tribunal Consffluc/ana/. Sentencia de31 de enero
de200'1. Serie e No. 71, párrs, 69, 90 Y93.

•s Corte LDH, eeso Cestillo Ptiez, Sentencia de 3 de noviembre de1997. SerleC N. 34, párr, 82,

os Corte LD.H., Caso Cinco Psnelon/sles, Sentencia de 28 de lebrero de 2003. Serie C No. 96,
párr, 136; Corte LD.H.. Cilso de la ComunIdad Mayagna (Sumo) AlVas Tingn/, SentencIa de31 de agosto
de2001. Serie C No. 79; párr, 113: Corte I.DH, Caso Ivcher Brcnsfein. Sentencia de6 da febrero de2001.
Serie C No.. 74,párr, 136 y 137: cone I.D.H., GarBnlfas jud/ciales en Estados de EmergencIa (arte, 27.2,
25 YB Convención Ameni!:tlna sobre Derechos Humanos). Opinión Consulliva OC-9/a7 del 6 de octubre de
1987, Serie A No. 9,párr, 24.

'7 Corte I.D.H., Caso Ricardo Baena y otros. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie e No. 72.
PálT.126.
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como prsmfsa fundamental el carácter vinculante de las decisiones adoptadas
en la detertnlnaolón Judicial de los derechos y obligaciones de los ciudadanos,
que deben $er''8]ecutadas, mediante la fuerza pública de ser necesario, aunque
Involucren la rssponsablüdad de los órganos del Estado mismo",

103. El Defensor del Pueblo del Perú, quien elaboró un Informe sobre el
incumplimiento de sentencias por parte de la admlnlstraci6n estatal en Perú, señalé en
tal informe que:

si el cumplimiento de las sentencias queda librado a la dlscrecionalidad de la
Administrauión, se vulnera la noclón misma del Estado de derecho y se crean
condlclcrrss para un régimen de arbitrariedad e imprevlslbllldad, contrario a
principios conetltucicnalee como la separaolcn de poderes y la autonomía del
Poder Judíclal, A su vez, se rompe notoriamente el derecho de igualdad que
debe asistir a las partes en el proceso, al supeditarse la ejecución de la
sentencia a la voluntad de una de éstas, paradójicamente la parte derrotada"'.

104. La o!iligación del Estado de garantizar el cumplimiento de los fallos
judiciales adqolereespeolal importancia cuando quien tiene que cumplir la sentencia es
un órgano del Estado, sea del poder ejecutivo, legislativo o Judicial, provincial o
municipal, de la adrnlnístraclón central o descentralizada, de empresas o institutos
públicos, o cualquier otro 6rgano similar, pues tales órganos forman también parte del
Estado y suelen tenér privilegios procesales, como por ejemplo la inembargabilidad de
sus bienes. Dichos órganos pueden tener una inclinación a usar su poder y sus
privilegios para tratar de ignorar las sentencias judiciales dictadas en contra de ellos9o•

105. Las sentencias proferidas por los distintos jueces y tribunales, disponían
el reintegro de los trabajadores a sus cargos por haber sido cesados tras la
convocatoria a unas pruebas y evaluaciones periódicas que no fueron publicitadas en
debida forma y que apuntaban a buscar la desvinculación de los funcionarios con
desconocimiento de la carrera adrnlnlstratlva".

106. Las deoisiones judiciales también rsconoofan el incumplimiento de la
Municipalidad de Lima en el pago de bonificaciones, asignaciones, gratificaciones y
demás beneficios que los trabajadores habían conseguido de años atrás mediante
pactos colsctlvos'".

ea CIDH. segundo Informe sobre le Sttuación de los Derechos Humanoa en Perú,
OENSer.UV/IL t OG, Doc. 69 rev.•2 Junio 2000, Orlginel: Eepañol, párr,235,

ea Véase Informe Defensoría del Pueblo, Incumplimiento de Sentencia. por parte de la
Admlnlstracl6n Eetalal, Urna, Octubre de 1999, pág. 5, Véase enal mismo sentidoel amicus cune» remitido
por la Defensorla delPúéblo para elpresente caso, 29 ds abril de2005.

00 Véase al respecto el informe pericial del doctor Samuel Abed Yupanqui, 10 de septiembre da
2005, pág. 3, sacclén referida a la igualdad da les partes en rslac16n con la prohibición de embargo de
bienes delE.tado.

91 Sentencias de loscasos 1,2 , 3, 4,6, S, 7, 8,9, lO, 11, 12,13. t4, 15.17,22,23 Y24,supra"

"" Sentencias d,,¡;oeso 19, supra.
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107. Otraásentenoias dejaban sin efecto resoluolones de la Administración,
que habían dispuesto la reducción unilateral de sueldos, salarlos y pensiones de los
trabajadores del mw:ilolpI093.

108. Igualmente, mediante decisiones Judlolales debidamente elecutcriadee,
se ordenaba a la Müñlclpalidad de Lima, el cumplimiento de le entrega de un local para
la sede del sindiea'to de acuerdo al punto 19 del Pacto Colectivo entre las partes
suscrito el 13 de didienibre de 199B y la anulación de la caducidad de la adjudicación
del terreno de La Melina junto con la cancelación de la respectiva ficha registral por
parte de la Admiriistraclón, actuaciones unilaterales realizadas en perjuicio de los
trabajadores miembros del SrrRAMlJN9~.

109. Asr rnlsrno, por sentencia Judicial se declaró inaplicable para los
trabajadores la disolución y liquidación de la Empresa Municipal de Aseo de Lima
(ESMLL), se dispuso su reposiciÓn en sus puestos de trabajo y el pago de las
respectivas indemnizaclonss"

110. En el.,presente caso, resulta evidente que Perú violó el derecho a la tutela
judicial efectiva en perjuicio de las víctimas del presente caso, trabajadores de la
Municipalidad de Lima afiliados al Sindicato SITRAMUN y trabajadores de ESMLL,
cuando se sustrajo de cumplir con las sentencias de los tribunales peruanos que no sólo
reoonooieron las viblaciones de sus derechos sino que ordenaron restituirlos en los
mismos. Esta tran$g~esión se torna más grave al ser reiterativa y conformar un cuadro
sletemático de desconocimiento de las deolsiones judiciales, como quiera que son
diversas las sentenelas de primer y segundo grado y las provenientes del Tribunal
Constitucional, que sobre la misma materia y aún en algunos casos sobre las mismas
personas, en las que el Estado a través de la Municipalidad de Lima se negó a cumplir
aún bajo amenazas de apercibimientos penares.

111. Aúnrnée, habiendo sido compelida la administración Municipal de Lima a
oumplir con lo ordenado en las sentencias de los jueces peruanos, creó condiciones
adicionales en las que transfiere a los trabajadores algunas de sus funciones propias a
efectos de hacer rnés onerosa su situación y dilatar su cumplimiento, en un claro abuso
de la función públi~y en la búsqueda de argumentos normativos para sustraerse a su
responsabilidad. En sentido, ha señalado la Deíensoría del Pueblo que:

Existen, adeií:iás, quejas presentadas por una renuencia reiterada al
cumplimiento de las sentencias, Gamo por ejemplo en el caso de la reposición
de un considerable grupo de trabajadores despedidos de la Municipalidad de
Lima. La en1idad municipal ha regulado el proceso de reincorporación a través
da la Ordenanza No. 117 de 4 de junio de 1997, mediante la cual se ha
establecido que, de no existir una plaza vacante ni disponibilidad presupuestal,
el trabajador deberá sollcítar se tramite la autorización de creación de plaza y
la disponibilidád presupuestal respectiva, manteniéndose entre tanto en la
condición de "disponibilidad" Frente a estas disposiciones, la Defensorla del
Pueblo recordó:a la Municipalidad de Lima que las mismasdebían armonizarse
con er articulo t39 inciso 2) de la Constitución, que señala que ninguna

as Sentenciasdel caso 16.

•• SentenciaD del:caso 20y 21,

05 Sentencias del caso 18.
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autoridad puede retardar la ejecución de resoluciones que han pasado en
autoridad de cosa Juzgada; recomendando estudiar otras medidas destinadas a
cumplir efectivamente con los mandatos Judlclales·o.

112. Al respecto, la Comisión Interamerloana consldara que el derecho a la
tutela judicial efectiva contemplado en el artículo 25 de la Convención Americana, y
concretamente, (a oi;)llgaolón a que se refiere el molso (2) (o) de dioho artículo, respeoto
a la obligación de 'los Estados de "garantizar el cumplimiento, por las autoridades
competentes, de toda'declslén en que se haya estimado procedente el recurso", implica
que (os Estados deben hacer cumplir tales decisiones de buena fe y de manera
inmediata, sin dar li:Ígar a que los afectados tengan que Intentar acciones adicionales de
cumplimiento, de résponsabllldad penal, administrallva o de otra índole, ni ningunas
otras acciones simllimils que, en definitiva, denotan dilaolones en el cumplimiento
Inmediato de la sentencia favorable a derechos fundamentales.

113. La sitéiación generada por el Estado ha creado una grave situaoión en el
orden social, económico y personal de los trabajadores de la Municipalidad de Lima y
de sus familiares, qús se han visto expuestos a un deterioro significativo de su calidad
de vida, pues no sólo fueron destituidos de sus trabajos sin recibir sus prestaciones
sociales sino que por sus condiciones sociales y de edad, en su gran mayoria, no
estaban preparades para salir a competir en el mercado laboral peruano en otras
actividades similares, o para ser contratacce por empresas oñolales y privadas, pues
además siempre agJ;Jardaron tras más de cinco años de negoolaolones direotas o través
de los procedlrntsntos de la solución amistosa ante la CIDH, se les resolviera su
situación, sin que hasta la fecha se les haya restituido en sus derechos, reconooldos
judicialmente y que';cada dia se tornan más ilusorios cuando alguno de ellos falleoe en
su espera o ouando;su menguada salud no les permite disfrutar de sus pensiones e
Indemnizaciones.

114. Frente a los hechos ya desorltos y probados, el Estado peruano
reconooió ante la OIDH de manera formal. clara y determinante que S8 abstuvo de
cumplir las sentencias de sus jueces y tribunales internos y aceptó su responsabilidad
internaoional en oonssousncía. Sin embargo, el Estado ha alegado ante la Corte que
comisiones creadas' por la Ley No. 27478, encargadas de revisar los ceses ooleotivos
de personal derivados de prooedimiento de evaluación de personal efectuados al
amparo del Decreto;:Ley No. 26093 o en procesos de reorganización autorizados por
norma legal expresa, han determinado que 55 extrabajadores de la Municipalidad de
Lima tienen derecho a las cornpensactones establecidas.

115. La Comisión considera relevante informar a la Corte que ante ella existen
al menos 96 petil:Jiones sobre trabajadores cesados, en algunas de las cuales se
cuestiona la lndspendsncía e imparcialidad de dichas Comisiones. Sin perjuicio de que
la Comisión no ha -adoptado una decisión todavía respecto de los diversos tipos de
situaciones presentadas ante ella, oonsidera importante recalcar que en el caso de
derechos reconocidos mediante sentencia. como el presente, su poslolón es que las

•• Informé Dere'risorla del Pueblo. Incumplimiento de Sentencias por parte de la Administración
Estatal. IV. Quejas Pfeserytadee e le Defenaorra del Pueblo ante el Incumplimiento de Sentencias por
Enl1dades Estatales. 2. 'h:\cumpllmiento de mandatos Judiciales de reposición. Pág. 7. Lima. Octubrs de
1998,
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sentencias deben ser cumplidas en tanto no sean invalidadas mediante otra resolución
judicial que les prlve'''de su carácter de cosa Juzgada.

116. Sin Tí.Éil'jiJicío de lo que el poder legislativo y el poder ejecutivo peruano
hayan resuelto como modo de dar respuesta global a la situación generada en el Perú
en la década de las noventa. lo que el Estado solicIta a esta Corte es que permita que la
Municipalidad Melrdpolltana de Lima, un órgano de la administración del Estado. deje
de cumplir sentendi:l:13 ordenadas por jueces y tribunales peruanos porque en su
evaluación de los 24 casos qua comprenden esta causa, ha considerado que 23 no
deben ser cumplidas tes decir. con la excepción del caso 1a, referido a ESMLL).

117. Este -es precisamente el acto que la Comisión considera violatorio de los
compromisos estatales. Cuando la Corte describió en Castillo Páez el derecho a la
protección judicial, Inscrito en el artículo 25 da la Convención, como un "pilar de la
gobemabilidad dsrrrocráítca", culminó uno de los más significativos ejercicios de
Interpretación [udiolal en el Sistema lntaramerloano'", A través de este pronunciamiento,
dejó establecido qué la Inefectividad del recurso judicial atenta contra el Estado de
Derecho, platatorma-necesarla del respeto a los derechos fundamentales reconocidos
en la Convención.

118. Por se parte, la Comisión ha concebido que la vigencia de los derechos y
libertades en un sistema democrático exige que exista un orden jurídico e institucional
que asegure que lasHeyes se antepongan a la voluntad del gobemante y que exista un
control Institucional recíproco entre los poderes del Estado, Este sistema de pesos y
contrapesos es váfldamente considerado como una de las principales garantlas del
Estado de Derecho.

119, Paraabundancia, ya la Corte en Ivcher Bronsteln dejó sentado que la
existencia de un reeurso depende en forma fundamental de que "sea realmente Idóneo
para establecer si se-ha incurrido en violación de derechos, y proveer lo necesario para
remediarla" 9B. El esténdar que, sin excepción. ha utilizado esta Corte para examinar
posibles actos vlolatorlos sobre esa base, ha sido el de la efectividad del recurso. Parte
esencial de la afeetfvldad de un recurso es la ejecución incondicional, por aquéllos
obligados en sentenSia, a cumplir con lo dispuesto en sede judicial, y la disposición de
los medios neoesarles para ejecutarla coercitivamente, si esto no sucede, Lo dijo esta
Corte cuando estableció que un recurso puede resultar ilusorio cuando 'faltan los
medios para ejecutai:?[las] decisiones [del ór!!lano jurlsdíccíonal]" 99.

120, En este contexto, 105 actos de todo juzgador deben ser vinculantes y
ejecutables. Esto está claramente reconocido en el artíoulo 25 (2) (O) de la convenclon,
cuyo lenguaje es In'equívooo, En toda instancia, este es un principio que el Estado
peruano ha inscrito' en su pacto fundamental, al establecer en éste que "ninguna

91 Corte I.D.H., Caso CasUllo Piíez. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie e No. 34, párr.
82.

" Corte I,D H, Caso tvcner BronstrJin. Sentencia de 6 de lebrero de 2001. Serte e No. 74, párr,
136.

"Corte I.DH., 08S0 romeo PensionIstas·, Sentencia de 28 de febrero de 2003, Serie e No. 96,
párr, 128. citando ceso tas Palmeros. Sentencia de 8 de diciembre de 2001. Serie C No. 90, párr. 58; Caso
de la ComunIdad May6¡jria (Sumo) Awas Tlngnl, supro, pérre. 111·113; y Caso del Tribunal ConsOtuclonef
Sentencia de 31 de enéro'de 200t. Serie C No, 71, párrs. 89, 90 Y 93c
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autoridad puede reti;tr~ar la ejecución de resoluciones que han pasado en autoridad de
cosa juzgada" 100.

121. En ausencia de una resolución judicial que Impida que una sentencia
adquiera firmeza. rro hay forma de inaplicaNa. Sin embargo, es esta justamente lo que
ha hecho el Estado peruano en el presente caso: considerar las sentencias. revalorar su
justeza (es decir, s((stituir el ejercicio de interpretaci6n judicial con la interpretación de la
admInIstración que-a través de sus órganos municipales decide no dar cumplimiento a
la sentencia). y elegir unilateralmente aquéllos casos en que la administracIón coincide
con los Tribunales ¡¡lIJe se dio una vlolaolón de los derechos de los trabajadores de la
MunIcipalidad de Lima.

122. La Certe ya se ha pronunciado sobre un asunto similar, en que la
administraci6n deseíilba dar a un Decreto una interpretación distinta de la que los
tribunales hab lan sentado. En el caso Cinco Pensionistas, calificó la actuación del
Estado como arblt~aTia y señaló que éste tendrfa "en todo caso, por sobre las decisiones
de la administración; [que respetar] las determinaciones adoptadas por los tribunales de
justicia" 101•

123. El nó dotar a la resolución judicial de una fuerza efectiva es
particularmente ssrlo-an el caso en que es la misma administración quien fue aotora de
la violación qlJe láresoluclón Judicial era idónea para remediar. En sfscto, como ha
señalado el perito Sámuel Abad Yupanqul: "En un Estado constitucional y democrático
de Derecho las sentencias contra el Estado no deben ser documentos decorativos sino
verdaderos títulos d~'.eJecución que garanticen el respecto de la tutela judicial efectiva, y
el derecho a la igualclad"102.

124. Al mls'Íno tiempo, la inejecución de disposiciones Judiciales se torna tanto
más gravosa cuando no solamente es reiterada, sino que es parta de un patrón
sistemático. Esta .Corte ya consideró, en Cinco pensionistas, el Informe sobre
"Incumplimiento de Sentenoias por parte de la Administración Estatal" de la Defensorfa
del Pueblo peruana, que ha constatado el elevado número de sentencias incumplidas.
cumplidas parcialmente, cuya ejeouclón se dilata irrazonablemente o que, cuando se ha
cumplido, la administración estatal reitera el acto objeto del cuestionamiento judiclal ' oa.
El perito Samuel Aba'd informa que una constatación hecha en julio de 2003 arrojó una
cifra aproximada demás de quinientas sentencias pendientes de ejecución por parte de
la administración, sírt contar a los gobiernos 10cales' 04,

125. El petltaje del señor Samuel Abad Indica. en su oonjunto, las causas
sistémicas que orean una plataforma para este patrón: por ejemplo, los roces con el

100 Véase Constitución peruana de 1993,artfculo 139 Incisos2) y 3).

101 oone I.D.H., Ceso "Cinro Pens;on/sras~ Senlenela de 26 de febrero de 2003, Serie O No. 98,
parr.117.

'02 Informepericial del doctorSamuel AbadYupanqui, 10 de septiembre de2005, pág. 2.

'03 Corte I.D.H., Caso "ctnoo Penslonlsteo~ Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C No 98.
párr. 137.

,.. Informeperlelal del doctorSamuel AbadYupanqui, 10 de septiembre de 2005, pág. 1.
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principio de legalidC!'d presupuestarla y la falta de un registro confiable, actualizado y
transparente de las sentenctas de ejecución y las vicisitudes en su ournpllmlentol'".

B. $01)(0:109 argumentos presentados por el Estado peruano

126. Como" se ha menoionado, el Estado peruano ha aceptado su
responsabilidad ante la Corte respecto de la Inejecución de la sentencia referida al caso
1B respecto de los ex 'trabajadores de ESMLL, y la Comisión formulará en el momento
pertinente sus obsérvaoiones a la aclaración que presente el Estado sobre este punto
supra,

127, Con independencia de este reconocimiento, el E;stado ha también
argumentado anta IEi'Corte que las restantes sentencias objeto del presente proceso no
deben ser ejecutadas, por dos tipos de razones:

a) por una parle, el Estado argumenta que las sentencias están viciadas por
razones de ptocedimient010B o Interpretación defectuosa de la ley l07. En ambos
casos, presenta ante la Corte sus argumentos sobre la ley Interna peruana y las
razonas por-Ias cuales estima que los Tribunales erraron al momento de
sentencIar. En estos casos, el Estado afirma que se rehúsa a admitir la validez
de las sentei'lcias, "porque no resisten el más mínimo examen sobre su
juridicidad"108; y

b) en toda instancia, el Estado hace ante la Corte el argumento de que las
sentencias ql!I@ ha incumplido son resultado del"contubernio y la corrupción",

fruto de lá'complicidad dolosa de dirigentes sindicales, asesores legales y
magistraó()s judlclales venales, digitadas desde el SIN, dirigIdo de facto por
Vladlmiro 'Montesinos y con el objeto de desacredItar al Alcalde de Lima,
eventual itdversarlo polltlco de Alberto Fujimori en su empaño por una
segunda reelección inconstitucional y fraudulentalOO

y añade que, por lo tanto, "los incumplimientos que en efecto han existido no
(sic) son los qpe aparecen de sentencias irregulares, que de jurídicas sólo tienen
la aparlenola' o la forma, y por lo tanto no les reconoce validez ni fuerza
vlnculants"'!".

'05 lnforrne psríolal dal doctor Sarnuel Abad Yupanqul, 10 de eeptlembre de 2005" Véase en
eapecial secci6n sobre- propuestae técnicas y normativas que pueden coadyuvar al cumplimiento de
sentencias porparts da la"administración estatal sn el Psrú"

100 Véase contestaclén, pág" 23 (respecte de lassentencias srnltldas sobre los procesos de cesa
poravaluaclón)"

107 Véase conteStación, pág. 23 (respecto de las sentencias emitidas sobre los procesos de cese
por evaluaci6n); Contestación, pág_ 24 Y25 (respecto de las sentencias emitidas sobre los procesos de
cese porparticipación eÍ):l:luelga); y Contestación, pág" 27 a 28 (respecto de las sentencias emltldes sobre
losprocesos decese por'lnapllcaclón deConvenios Colectivos).

100 Contestación. p,29,

1011 Contestacl6r\. p. 68..

110 Contestación; p. 69_
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128. La Comisión considera que, en el contexto del presente caso, los
alegatos del Estado deben ser estudiados desde una múltiple perspectiva:

a) la posibilidad 'que asiste al Estado peruano para argumentar ante el Tribunal la
invalidez de sentencias que ha emttldo el Estado mismo;

b) la competencia que los órganos del Sistema tienen para realizar o no el examen
que soliclta ef'Estado sobre la legalidad de las sentencias; y

e) el estándar de escrutinio al que podrían estar sujetas las sentencias por parte de
los órganos del Sistema.

Legitlmldad:';~el Estado peruano para argumentar ante la Corte sobre la
Invalidez de las s'entencias

129, La Oomíslén considera necesario hacer patente que la posición del
Estado peruano en el presente litigio tiene una peculiar naturaleza: en esencia, el
Estado cuestiona ante la Corte la validez de actos adoptados por sus propios órganos,
Específicamente, el Estado comparece ante el Tribunal para informar que la
Municipalidad de Lima (órgano del Estado) ha decídído no cumplir con sentencias
emitidas por el 6rgano judicial, por considerarlas inválidas,

130. La Corntsión considera que esta posición procesal no es compatible con
el ejercicio de derechos establecidos en la Convención Americana. En efecto, este
instrumento tiene el objeto y fin de reconocer derechos de la persona humana, frente a
los Estados en cuyá'jurlsdlcci6n ésta se encuentra.

131. En este contexto, los órganos del sistema son competentes para
examinar la oonformldad con estándares establecidos convencionalmente respecto del
debido proceso legal, cuando el afectado argumenta ante ellos que el Estado ha
Inoumplido dichos estándares, Sin embargo, el argumento que el Estado presenta ante
la Corte el argumento de que uno de sus órganos (la Municipalidad de Lima) ha sido
agraviado por otro de sus órganos (el Poder Judicial) a través de la emisión de
resoluciones vlolatortas del debido proceso, y que por esta razón no tiene el deber de
respetar los dereohos 'de las víctimas.

132. De acuerdo con el principio democrático de la separación de poderes, as!
como del ordenarníerito interno peruano, sus tribunales se pronunciaron sobre las
cuestiones planteadas ante ellos, y las decisiones respectivas están firmes. El Estado,
El través de la po'sición esgrimida ante la Corte, intenta sin sustento admisible
contradeolr sentencias judiciales firmes,

133. La Oornlslén contiende, como base fundamental de sus argumentos
respecto de la contestaclén del Estado peruano en este caso, que la utilización de los
órganos del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos para
resolver la controversia existente entre un ente admInistrativo y el órgano Judicial no es
un ejercicio admisible.

134. Por lo tanto, la Comlsi6n solicita a la Corte que declare inadmisibles
aquellos argumentos' del Estado peruano destinados a solicitar una resolución sobre
una controversia entre dos entidades gubernamentales,
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Competencia de los órganos del sistema para realizar un examen de

legalidad de las Sl!Ii'l'tenclas

135. Com~ se ha dloho supra, el Estado ha argumentado también ante la
Corte que las S€lrlll,IRGii:l's son producto de interpretaoiones defectuosas de la ley. A este
respecto, el Estado ha allegado a este alto Tribunal una gran cantidad de elementos de
prueba destinados, :en evidencia, a motivar que éste haga también un ejercicio de
evaluación sobre la justeza de las sentencias, y excuse su incumplimiento.

136. En realidad, este argumento es el corolario neoesario de la expresión de
agravios del Estado '(o, en forma más exacta, de la Munioipalldad de Lima) contra el
Estado (o, en forma más exacta, el Poder Judioial peruano). Ya la Comisión se ha
referido a la lnconsístenola que el análisis de dlohos agravios presenta con las normas
del Sistemalnteramerioano.Sinembargo.enformaadioional.laComlsiónoonsidera
pertinente dejar conetanola de que el ejercicio de Interpretaoión propuesto al Tribunal
es, de todas mari'éras, foráneo a la oompetenola de los órganos del Sistema
Interamerloano.

'137. En ssenola, lo que el Ilustre Estado peruano solicita a esta Corte es que
haga un ejeroicio dí:l;lnstanoia y, a través de éste, resuelva una diferencia de opinión
entre su administrador y su Juez. No es la primera vez que el Ilustre Estado peruano
propone este ejeroioio a la Corte. Ya en 5 pensionistas, sostuvo ante el Tribunal un
argumento opuesto al que había sentado su Poder Judicial respecto del carácter de
derecho adquirldoqée tiene el dereoho de pensión, lo oualllevó a la Corte a registrar en
su sentenola que esta controversia ya había sido resuelta por el Tribunal Constituoional
peruano. Como consta en autos. la controversia en este caso ya fue resuelta por el
Poder Judicial del Perú.

138, Poi' las razones que anteceden, la Comisión solicita a la Corte que no
admita para examen' los argumentos del Estado sobre los supuestos errores de derecho
o de hecho que pudieran haber cometido los tribunales nacionales.

Estándar d9'"escrutlnlo al que podrían estar sujetas las sentencias objeto
del presente proc!i'50

139. Finalrftente, la Comisión desea dejar constancia de su posición respecto
del argumento e'steta! sobre las cirounstanolas de oorrupolón del que, en su opinión, son
resultado las sentencias objeto del presente proceso.

140. Como ha manifestado anteriormente, la Comisión estima que son varios
los víolos que enfrenta la posioión estatal respecto del escrutinio de sentenolas que
solicita a la Corte ré"álizar. En toda instancia, el argumento del Estado podría levantar
alguna inquietud, pues efectivamente la Comisión constató las gravosas limitaciones
que se introdujo en la independenoia, autonomía e imparolalidad del Poder Judioial
peruano durante les.eñes 90, y por supuesto, estima que dlohas caracterlstlcas juegan
un papel crucial en la conformidad de los procesos con las obllgaolones establecidas en
la Convenoión Amá'ficana.

141. Queda entonces por oonslderar si, respecto de las sentencias objeto del
presente prooeso, se ha constatado violos fundamentales derivados de la oorrupción.
Las manifestacloneS"del Estado peruano, y del testigo César Azabaohe a este respecto,
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son reveladoras a este respecto. Llevan a la conclusión de que dicha vinculación no ha
sido probada, a pesar de varias investigaciones que se han ejecutado a nivel interno.

142 En e6nexión con esto, la Comisión observa que esta controversia ha
sido, en realidad, zl:llljada por el pronunciamiento judicial emitido en el año 2002 por el
Poder Judicial p'ert)~no que se encuentra en autos, En ese caso, el recurso fue
presentado por un :grupo de individuos o entidades, incluyendo la Municipalidad de
Lima, con el objató::de que se revisase o anulase sentencias emitidas por el Tribunal
Constitucional peruano cuando estaba conformado por cuatro magistrados, entre mayo
de 1997 y novlernbréde 2000, justamente en razón de su composición irregular. Entre
ias resoluciones cl:Jestionadas, se encontraban, entre otras, la sentencias referidas a la
controversia de ESt1ilLL y la referida al incumplimiento de convenios colectivos, que
están incluidas en el"grupo de las sentenoias cuyo inoumplimiento esta Honorable Corte
tiene ante ella. Como se desprende de la sentsnola misma, que ha sido presentada
oomo evidencia ante" el Tribunal, el Tribunal Constituolonal peruano denegó el recurso
interpuesto,

143. PreCisamente en esta lógioa reside la constatación de la Comisión.
Cuando la Municlpálidad de I.ima estuvo en desacuerdo oon lo decidido por el Juaz,
ejerció los recursos. a su dlsposición. Si mantenfa su inconformidad ante sentencia
firme qua danegabsFe'l recurso, podrfa haber ejeroitado reoursos extraordinarios como el
de cosa juzgada fra'lidulenta. El Estado as! lo reconoce, y además ha acreditado ante
esta Corte haberlo hecho111. Si estos recursos extraordinarios no existen por
disposicIón legal o no son efeotivos, de todas maneras, esto es responsabilidad del
Estado.

144. En c<?tClUsión, la Comisión considera que todas las perspectivas de
análisis sobre los a¡yumentos del Estado en materia de vicios de las sentencias que son
objeto del prasente'pffocesO llegan a la misma conclusión: ante los órganos del sistema
interamericano, el Estado peruano presenta una Irnea argumental que es improcedente
y no debe ser oons1derada. En realidad, dicha Ifnea argumental depende en forma
esencial de que se admitiera que la Municipalidad de Lima puede excusar la lnejeouolón
de las sentencias, por faltas del Estado peruano mismo. La Comisión considera que
este argumento, des'de cualquier punto de vista, careoe de fundamento, y sollolta a la
Corte que no lo corlsídere.

145. Conforme a las consideraciones anteriormente expuestas, la Comisión
sollclta a la Corte qÚI:1 concluya que el Estado peruano violó, en perJulolo de las víctimas
del presente caso, .a.J' derecho a la proteooión judicial contemplado en el artículo 25 (2)
(o) de la Convención Americana, en relación oon el artículo 1 (1) del mismo tratado, al
Inoumplir con lo ordenado por las sentencias firmes y pasadas en autoridad de cosa
juzgado comprendidas en la presente causa.

VI. REP~1'lACJONES

146. El reóo'nocimiento de responsabilidad por parle del Estado y los hechos
probados durante el proceso ante la Corte demuestran que las consecuencias del

111 Contestación, pégina 36.
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Incumplimiento de las sentencias judiciales objeto del proceso afectaron y siguen
afectando hoya numerosas vfctimas, y al conjunto de la sociedad peruana.

147. La Oomlslón Interamericana considera que existen dos dimensiones en
el caso:

a) una diTTi'errsión individual, que refiere los derechos que el Estado se ha
negado a-reconocer a las vfctlmas; y

b) una dimensión social, que refiere a los efectos nocivos que el incumplimiento
de las ¿entencias ha generado en el Estado de Derecho peruano y la
lnstltuclorialldad del Poder Judioial como fundamental garante de la
ProtecciÓn Judicial.

148. En opinión de la Comisión, las dos perspectivas que han sido
mencionadas deb13n ser tomadas en cuenta en el momento en que el Tribunal estudie y
considere cuáles sen las medidas necesarias para garantizar a los lesionados en el
goce de los derechos que han sido conculcados y "que se reparen las consecuencias
[del lncurnplímlento,' de las sentencias, que ha] configurado la vulneración de esos
derechos y el pag6\;de una justa indemnización a la parte lesionada", de conformidad
con el lenguaje del imfculo 63,1 de la Convención Americana.

Medidas ctMi~parfilclón

149. La Convención Amerioana señala en el artículo 63(1) que la Corte

[d]ispondrá ql:¡e se garantice a las parles lesionadas en el goce de sus
derechos y' li,b'ertades conculcados, Dispondrá, asimismo, si ello fuera
procedentei, que se reparen las consecuencias de la medidao situación que ha
configurado le. vulneración de estos derechos y el pago de una [usta
indemnlzaclérrata parte lesionada.

150. La C,brte ha señalado que el articulo 63(1) "constituye una norma
consuetudinaria que es, además, uno de los principios fundamentales del actual
derecho internacionj:lI,,112. Las obllgaolones derivadas del articulo 63(1) están regidas
por el derecho Interl!1acional en todos los aspectos pertinentes y una sentenoia dictada
de conformidad a asta norma conlleva "que no pueden ser modificadas ni suspendidas
por el Estado obllliladon11a,

-------~--

m Véase, Caso.Aloeboetoe y atrae, Reparaoiones, Sentencia del 10 de sepliembre de 1993, Ser,
C N' 15, párrafo 43, que ella. entre otros, el CaBO VeláBquez Rodríguez, Indemnización Compensatoria,
Sentencia del 21 de Julio de 19B9, Ser. C N' 7, párrafo 25; Caso Godínez Cruz, Indemnización
Compensatoria, Sentencia del 21 de Julio de 1989, Ser. C N' 8, párrafo 23; véase tarnblén, CaBO El
Amparo, Reparaciones; S,enlencla del 14 de septiembre de 1996, Ser. N' 28 C, párrafo 14, que ella, entre
otros, Factory at Chorzó~ Jurisdicción, Judgmenl N' 8, 1927, P,CJ.J, senes A, N' 9. Pág 21 Y Factory al
Chorz6w, Merits, Judgn\ál:lt N' 13, 1928, P.CJ.J" Serles A, N° 17 pág,. 29; Reparations ror lnlurlas Suffered
In the Service of the Unitad Nations, Advlsory Oplnlon, I.C.J. Reports 1949, pág. 184. '

113 Véase, Cdrti3tD.H.. Caso él Amparo, Sentencia de 16 de enero de 1995. $ería e No. 19, párr,
15: Corte I.D.H., Caso Im:iebaeros yo/ros. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobra Derechos
Humanos). Sentencia de '1'0 de eeptiembre de 1993. $erie e No, 15, párr, 44
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151, En éste contexto, corresponde a la Corte determinar las medidas

dirigidas, no sólo a garantizar los derechos conculcados, sino a reparar las
consecuencias quelas infracciones produjeron, asf como establecer el pago de una
indemnización come compensación por los daños ocastonados!".

152. La Corta ha señalado que las medidas de reparación tienden a hacer
desaparecer los efe'mos de las violaciones cometidas115

. Dichas medidas comprenden
las diferentes termas en que un Estado puede hacer frente a la responsabilidad
internacional en la"que incurrió, que conforme al derecho internacional consisten en
medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y medidas de no
repetición116.

153. En atención a las circunstancias propias del presente caso, la Comisión
pasa a presentar ¿tia conclusiones y pretensiones en relación con las medidas de
reparación en el presente caso.

Cesación de"la violación y garantías de no repetición

154, Un elemento fundamental que surge de la determinación de
responsabilidad estatal por violaciones de derechos humanos es el requisito de
cesación de la conducta violatoria, así como la garantía de que violaciones similares no
ocurrirán de ntJev0117• La cesación ha sido descrita como el aspecto negativo de la
conducta futura, y se refiere a asegurar un final para la conducta ilícita continua". Tiene,
por lo tanto, un caracter preventivo y es, en este sentido, una medida de no repetición,

'155. La primera y esencial medida de cesación en este caso consiste en dar
ejecuciÓn a las 24 .ssrttenclas judiciales materia del proceso. Por esta razón, la
Comisión lnteramerleana solicita a la Honorable Oorte que disponga que se garantice a
las víctimas el goce'de sus derechos conculcados, mediante el cumplimiento de las
sentencias comprendldas en el presente caso.

156. La Corte ha establecido los criterios esenciales que deben orientar una
justa indemnizacIón en términos "suficientemente amplios" destinada a compensar
económicamente, 'da una manera adecuada y efectiva, los daños sufridos con las
violaciones "en la -medida de lo posible". Dicha indemnización tiene como objetivo
primordial reparar los dañes, materiales e inmateriales, sufridos por la parte

114 Véase, Corte IDH, Casa BámaC'1l Velásquez, sentencia de reparaciones del 22 de febrero de
2002, párr.39.

115 Véase, Corte1DH. Caso Los NI~oa de la Calle, sentencia de reparaciones del 26 de mayo de
2001. párr, 63.

l1S Véase, ellnfórme realizada porThaoVan Boven, Reletor Especial de las Naoiones Unidas para
la Restitución, CompensacIón y Rehabilitación de las Vrctlmas de Graves Violaciones de Derechos
Humanos y Libertadas Fundamenlalee. UN Doc.E/CN.4/Sub2l1990/1 O(26juliode 1990)

117 Corte LO.H., Caso Castillo Páez. Reparacionas (an, 63.1 Convención Americana sobre
Derechos Humanos). Sentencia de 27 de noviembre de 1998.SerleC No.43, párr, 52.
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lesionadas118. El céloulc de los daños y perjuicios sufridos debe necesariamente ser
proporcional a "la gravedad de las violaciones y del perjuicio resultante,,119,

157, En cuanto a los montos de la indemnización a los que tienen derecho las
víctimas, representadas ante la Corte, por concepto de los daños materiales e
inmateriales, la Cofn,lslón considera aplicable a este caso el criterio aplicado por la Corte
en el caso Baeria Ricardo y otros, pues estima razonable suponer que el
desconocimiento estatal de los derechos reconocidos por los tribunales peruanos ha
causado daños morales y materiales que pueden reparados, por vía sustitutiva
mediante una indetnnlzaolón pecuniaria, Asimismo, la Comisión estima que en las
clrounstancías de e'ste caso es preciso recurrir a esta clase de indemnizaoión fijándola
conforme con la equidad, pues no es susoeptible de una tasación precisa.

158. Asimismo, la Comisión estima que es pertinente la orden de pago de las
costas originadas ¡(nivel nacional e internacional.

Modalidad de cumplimiento

159. Con respecto al cumplimiento de la obligación de dar ejecución a las
sentencias objeto d,el presente proceso, la Comisión estima que es pertinente que se
ordene que ésta debe ser efectuada en forma Inmediata, y solicita a la Corte que
establezca al Estado un periodo de tres meses para informar sobre el cumplimiento de
esta obligación.

VII. PErttbRID

160. Oorrfundamento en los argumentos de hacho y de derecho expuestos, la
Comisión Interamerfcana sollolta a la Corte que concluya y declare que el Estado
peruano es responSable de la violación del derecho a la tutela judicial efectiva
contemplado en ElI artículo 25 (2) (e) de la Convención Americana, en relación con el
articulo 1 (1) de dicho tratado, en perjuicio de las vlctlmae del presente caso por
incumplir las senteneiae definitivas y finmes dictadas por los tribunales peruanos, que
ordenaron a la Municipalidad de Lima restablecerlos en sus derechos,

161 . Conb'ase en tales conclusiones, la Comisión solicita a la Corte que de
confonmldad con lo establecido en el artículo 63 de la Convenoión Americana ordene las
reparaciones respeOÍivas.

VIII. AP~NDICE

162. La Comisión remite como apéndioe escritos remitidos por algunas de las
vlctlmas del pres8Rfé''CaSO.

Washington,D.C.
24 de octubre de 20B5.

1lD Corte I.O.H',. Caso Aloaboatoe y otros. ReparacIones (art, 63.1 Convención Arnsrtcana sobre
Derechos Humanos). Ssiilancia da 10 da septiembre de 1993. Serie C No. 16. párr, 47. 49,

"9 Baalc Prtnciples and GluidaHnas on tha Rlghl lo Raparatlon for Victims 01 Gross Vlolatlone 01
Human Rlghts and Huménitarlan taw, E/CNA/Sub.2/1996/17. párrafo 7.
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